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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora el ingreso de docentes directivos al Sistema de Desarrollo Profesional Docente, modifica diversos cuerpos legales y establece los beneficios que indica.

BOLETÍN Nº 11.621-04.

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “simple”.

A una de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Pizarro.

Asimismo, concurrieron:


Del Ministerio de Educación: el Subsecretario de Educación, señor Raúl Figueroa; la Subsecetaria de Educación Parvularia, señora María José Castro; el Coordinador Legislativo, señor José Pablo Núñez y el Asesor, señor Juan Carlos Eyzaguirre.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Cristóbal Kubick.

De la Dirección de Educación Municipal de Santiago: la Directora, señora Yoris Rojas; el Jefe Jurídico, señor Christopher Gotschlich y la Periodista, señorita Cristina Flores. 


Del Departamento de Educación Municipal de Paine: el Director, señor Pedro Larraín. 


De Elige Educar: la Coordinadora de Ciudadanía y Política, señorita Alionka Miranda y el Director de Impulso de Políticas Públicas, señor Ignacio Maldonado. 

Del Consejo Nacional de Asistentes de la Educación, CONAECH: el Presidente, señor Miguel Ángel Araneda y el Secretario General, señor Manuel Valenzuela; el señor Luis González; la Vicepresidenta Nacional, señora Andrea Romero; la Dirigentas, señora Soledad Baeza y Olga Cáceres. 


De Fundación Integra: el Director Ejecutivo, señor José Manuel Ready.


De la Junta Nacional de Jardines Infantiles, JUNJI: la Vicepresidenta Ejecutiva, señora Adriana Gaete y la Jefa de Comunicaciones, señorita Catalina González. 


Del Colegio Almondale Valle de Concepción: el Vicepresidente, señor Mauricio Garrido; las Apoderados, señoras Paula Álvarez y Sonia Baeza y señor Robinson Cabezas; el Secretario, señor Eduardo Szczytko y el Representante Legal, señor Ismael Palacios. 


De la oficina de la H.S. Y. Provoste: el Asesor, señor Rodrigo Vega. 


De la oficina del H.S. Quintana: la Asesora, señorita María Jesús Mella.


De la oficina del H.S. García: el Asesor, señor Rodrigo Fuentes y la Periodista, señorita Andrea González. 


De la oficina de la H.S. Von Baer: el Asesor, señor Juan Carlos Gazmuri. 


De la oficina del H.S. Latorre: el Asesor, señor Leonardo Rissetti. 


De Fundación Chile Mejor: los Asesores, señorita Carolina García.


De la Universidad de Los Andes: la Estudiante de Periodismo, señorita Macarena del Real.
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 5.- y 6.-.
2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 3, 9, 10, 11, 12, 13, 15, 16, 17, 20, 23, números 1) y 9); y 26.
3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 2, 5, 18, 19, 23, números 2) y 4); 24), números 1), 7) y 8), y 25)
4.-
Indicaciones rechazadas: no hubo.
5.-
Indicaciones retiradas: 4, 6, 7, 8, 14, 21, números 2) y 3); 22, números 1), 2), 3) y 4); 23, números 3), 5), 6), 7), 8), 10) y 11); 24, números 2), 3), 4), 5), 6) y 9); 27, 28 y 29.
6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: 21, número 1).
- - -
Hacemos presente que con fecha 27 de noviembre de 2018, la Sala del Senado autorizó un nuevo plazo para presentar indicaciones en la Secretaría de la Comisión, las que se incorporaron a este informe, con una nueva enumeración de las que ya se habían presentado en el plazo inicial.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Cabe consignar que al votarse en general esta iniciativa de ley, la Comisión acordó que antes de efectuar la discusión en particular – discusión y votación de las indicaciones que se formularan al proyecto - se realizarían audiencias con el objetivo de escuchar la opinión de las entidades y personas relacionadas con el mismo.


En ese contexto, expusieron ante la instancia las siguientes personas, cuyos planteamientos más relevantes siguen a continuación:


1.- La Subsecretaria de Educación Parvularia, señora María José Castro, señaló que la estrategia del Gobierno para el año 2019 es posibilitar un avance en torno al 30% anual de Reconocimiento Oficial (RO) y Autorización de Funcionamiento (aproximadamente 1.600 solicitudes por año), pudiendo tener un mayor control sobre las relativas a JUNJI e INTEGRA, con quienes necesariamente se tendrá que trabajar en una línea de coherencia entre los diagnósticos institucionales en materia de Reconocimiento Oficial, los presupuestos asignados, los gastos ejecutados y los establecimientos efectivamente reconocidos. 


Para lo anterior, se requiere mantener e implementar actividades que faciliten y apoyen el proceso de certificación de establecimientos educacionales, frente a los diversos actores implicados que incluyan:


Uno) Revisión, modificación y actualización de Convenio de Transferencias de JUNJI, en conjunto con Asociación de Sostenedores de Jardines VTF y miembros del equipo de JUNJI. En esta actualización del Convenio, señaló que se aprovechará de establecer que ciertos requisitos para otorgar el Convena los tres Servicios Locales de Educación restantes io deberán cumplirse en plazos determinados de tiempo y, de esta manera, evitar que los sostenedores dejen para el último año el cumplimiento de requisitos para la obtención del RO, en vista de que el plazo establecido por la ley N° 20.529 se debería prorrogar al 32 de diciembre de 2022. 


Dos) Debido a que la Plataforma Digital para la obtención de RO y AF quedó habilitada el día 24 de septiembre, se instalará una mesa de ayuda focalizada en entregar información sobre requisitos de RO y AF con personas capacitadas para responder preguntas de más contenido. Todo ello con la intención de que a partir del día 1 de marzo del año 2019 se realice el proceso a través de esta plataforma.


Tres) Visita del equipo de la Subsecretaría a los tres Servicios Locales de Educación restantes (en septiembre se visitó el Servicio Local de Educación Costa Araucanía) con el objeto de levantar la información necesaria para conocer el Estado real de los jardines de los servicios y sus posibilidades de obtener el RO. Una vez que se visiten los cuatro Servicios Locales de Educación, el equipo de la Subsecretaría se reunirá con cada uno de los Directores de estos Servicios, quienes se comprometerán formalmente a la obtención de la certificación por parte de sus jardines en un plazo no mayor a un año. Una vez que se creen los nuevos Servicios Locales de Educación se hará lo mismo con ellos. Fecha estimada: diciembre de 2018.


Cuatro) Para la difusión de la normativa y de los lineamientos que regirán el proceso de obtención de las certificaciones que otorga la ley, y en consideración al aumento de ingresos que se vislumbra con la habilitación de la plataforma digital y la necesidad de orientar, acompañar e incentivar a los sostenedores a realizar este proceso, afirmó que es necesaria la contratación de recursos humanos para el apoyo en regiones, puesto que éstas requieren con mayor urgencia la contratación de otro funcionario por parte de esta Subsecretaría, que se dedique en un 100% del tiempo al proceso de RO y AF. Fecha estimada: desde marzo a agosto del año 2019. 


Cinco) La Superintendencia de Educación publicará una Circular de Reglamento Interno de Educación Parvularia que será exigible para los establecimientos de educación superior a partir del mes de marzo del año 2019, lo que obligará a los sostenedores a mantenerse en cumplimiento con la normativa que este Subsecretaría considere de importancia, independiente de la prórroga del plazo para la obtención de RO. Fecha estimada: marzo del año 2019.


Seis) Sostuvo que luego de meses de reuniones con sostenedores, SEREMIS y la Superintendencia se ha comprendido que uno de los mayores problemas que se enfrentan en el proceso de obtención de RO y AF, es la variedad de criterios con que se exigen los requisitos para la obtención de estas certificaciones. Por esa razón, anunció que se convocará a una Mesa Nacional de Unificación de Criterios para la revisión de requisitos de RO y AF la que realizaría, una vez al mes, además de mesas regionales que transmitan los acuerdos tomados en la Mesa Nacional, para  que, de esta forma,  el entendimiento de qué requisitos se deben exigir de manera objetiva, sin que quede al criterio de la persona que le toque revisar o fiscalizar. Fecha estimada: marzo a diciembre del año 2019. 


Dentro de los nudos críticos, la señora Subsecretaria de Educación Parvularia expresó que existen, todavía, una serie de nudos críticos para la obtención de RO o AF que se repiten en distintas comunas del país, como por ejemplo la dificultad para regularizar los requisitos del inmueble en lo referido a la acreditación del comodato; la exigencia de giro único educacional para fundaciones que tienen a su cargo establecimientos VTF, en términos de crear nuevas Fundaciones que permitan acreditar el giro único educacional, lo que complica el traspaso del personal de una institución a otra; existe carencia de profesionales y técnicos para cubrir las exigencias en materias de coeficiente, problema que se presenta en alrededor de 400 establecimientos entre JUNJI e INTEGRA, lo que representa un total del 20% de los establecimientos, y la necesidad de regular permisos ante las DOM y el MINSAL y cumplir con los requisitos de infraestructura establecidos en Decreto N° 548, en razón de que un 80%de las observaciones de las SEREMIS son de infraestructura. 


A propósito del presupuesto RO para el año 2019 autorizado por la Dirección de Presupuestos, afirmó se de hará de la siguiente manera con las instituciones:


Uno) 
VTF. Los sostenedores podrán postular a los FAEP de la Dirección de Educación Pública iniciativas para el Reconocimiento Oficial, sin determinación de tope de asignación de acuerdo a lo señalado en la Glosa 03 del Presupuesto de esta institución. De los MM$255.000 que considera el FAEP, MM$164.000 son concursables, lográndose que los jardines VTF puedan optar a esos fondos sin tope. 


Dos) JUNJI. MM$14.000 destinados para 35 proyectos de inversión bajo el programa regular de conservación de infraestructura (obras mayores como la implementación de baños) y el resto de los fondos serán para reparaciones varias que se puedan hacer en distintos establecimientos con tal de que logren su Reconocimiento Oficial. 


Tres) INTEGRA, MM$14.145 para la conservación y obtención del Reconocimiento Oficial de 500 establecimientos. Dijo que INTEGRA hizo un levantamiento detallado de cada uno de los establecimientos que requieren fondos y el costo de reparación de cada uno de éstos. 


Finalmente, afirmó que, al día de hoy, para la obtención de un Reconocimiento Oficial, el decreto N° 315 exige, entre otros, la presentación de un Reglamento Interno que debe contener exigencias mínimas como señalar las normas de convivencia en el establecimiento, los protocolos de actuación en casos de abuso sexual, acoso, maltrato y violencia escolar; embarazo adolescente  e incluir un Plan Integral de Seguridad y Accidentes Escolares, las sanciones y reconocimientos que origina su infracción o desacato. 


2.- El Director Ejecutivo de la Fundación Integra, señor José Manuel Ready Salamé, explicó que la organización que dirige es uno de los principales prestadores de Educación Parvularia en Chile, y cuenta con 1.097 jardines infantiles y salas cuna de administración directa, 51 jardines de administración delegada y 102 modalidades no convencionales con una capacidad de atención de 98.118 niños y niñas en situación de vulnerabilidad social. 


Afirmó que de acuerdo con lo prescrito en el Decreto N° 315, que establece los requisitos para la obtención y pérdida del Reconocimiento Oficial (RO) y la ley N° 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad, señala la obligación que al día 27 de agosto de 2019, “todos los establecimientos deben contar con reconocimiento oficial. Esto es, para el RO de necesita una carpeta que incluya antecedentes jurídicos, antecedentes del personal, antecedentes pedagógicos y antecedentes de infraestructura. 


3.- La Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, señora Adriana Gaete, remarcó que el contexto regulatorio para el Reconocimiento Oficial es el Decreto N° 315 del Ministerio de Educación del mes de junio de 2011, y que reglamenta los requisitos de obtención, mantención y pérdida del mismo. Por su parte, la ley N° 20.529, de agosto de 2011, creó el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad, y establece que todos los establecimientos de educación parvularia deben contar con reconocimiento oficial al 27 de agosto de 2019. 


En cuanto al Reconocimiento Oficial (RO) de los establecimientos “JUNJI Clásicos” de Administración Directa, afirmó que existen 691 funcionando, de los cuales 175 cuentan con RO y 117 con carpetas en la Secretaría de Educación (lo que suma un 42% del total), y 399 carpetas por ingresar. De acuerdo con lo expresado, afirmó que desde el año 2016 al año 2018, se pasó de tres establecimientos con RO a 175. 


En cuanto a los requisitos para la obtención del RO, son cuatro: de carácter pedagógico, personal, de carácter jurídico e infraestructura. Respecto de los primeros, señaló que se cumplen; sobre los segundos, indicó que existe baja oferta de educadoras y técnicas en algunas regiones, razón por la cual se están impulsando alianzas con Servicio País; en cuanto a los requisitos jurídicos, dijo que hay comodatos con plazo inferior al requisito, por lo que se están buscando acuerdos con Bienes Nacionales y el Servio para la extensión del plazo, finalmente, la infraestructura dice relación con el aumento de cobertura, reposición, conservación y mantención de los establecimientos. 


Sobre esto último, precisó lo siguiente:


Uno) Aumento de cobertura. Existen 261 proyectos, todos los cuales nacerán con RO; en el año 2019 entrarán en funcionamiento 207 unidades educativas con un presupuesto, para el año 2019, de MM$60.035. 


Dos) Reposición. Hay un total de 117 proyectos, de los cuales 14 serán ejecutados el año 2019, con intervención de la DIPRES, el Ministerio de Desarrollo Social y la Contraloría General de la República. El Presupuesto para conservación y reposición es de MM$14.420.


Tres) Conservación. Existe un total de 133 proyectos, de los cuales 26 iniciados el año 2019, con un plazo de duración, aproximado, de 1,5 años. Interviene la Dipres. El presupuesto es el mismo que se considera para reposición, esto es, MM$14.420. 


Cuatro) Mantención. Con un total de 89 proyectos, operan con gestión interna con un presupuesto para el año 2019 de MM$4.128.


Respecto de la modalidad de los Jardines Vía Transferencia de Fondos (VTF), existen 1.074 funcionando con una matrícula de 111.399; 7 con RO; 139 carpetas en SECREDUC y 1.558 carpetas por ingresar


En cuanto a la acreditación de modalidades no tradicionales en JUNJI, señaló que existen 605 establecimientos alternativos funcionando, con una matrícula de 8.948 alumnos y 148 funcionando para la familia, con una matrícula de 2.267 alumnos. 


Precisó que los Programas Educativos Alternativos de Atención de Párvulos que se disgregan de la siguiente manera:


Uno) 128 jardines familiares. 


Dos) 150 jardines laborales. 


Tres) 44 en comunidades indígenas.


Cuatro) 133 en Programas de Mejoramiento de la Infancia (PMI). 


Cinco) 150 Centros Educativos Culturales de la Infancia (CECI).


En cuanto a los Programas Educativos para la Familia, existen 30 de carácter “Comunicacional” y 118 en el Programa “Conozca a su hijo”.


Anunció, finalmente, la constitución de una mesa  de trabajo que trabaje en la búsqueda de alternativas de certificación para estos programas y modalidades de atención, en que participará la JUNJI, INTEGRA, la Superintendencia de Educación, la Intendencia de Educación y la Subsecretaría de Educación Parvularia. 



4.- Alejandro Paredes, de la Asociación de Docentes Directivos y Técnicos Pedagógicos de Valparaíso, expresó que la investigación, tanto nacional como internacional, es consistente en mostrar que el liderazgo escolar tiene un rol central para el mejoramiento educativo y que es capaz de incidir sobre el resultado de los estudiantes. En este sentido, diversas investigaciones (Leithwood et. al. 2008) señalan que si se consideran exclusivamente las variables escolares, el liderazgo escolar sería la segunda variable más influyente a la hora de explicar los resultados académicos de los estudiantes, luego del impacto directo del profesor dentro del aula.


Establecer con urgencia una carrera para los directivos escolares que permita atraer, desarrollar y retener en esta estratégica posición a quiénes puedan liderar adecuadamente a las comunidades educativas. Las figuras o cargos normalmente estudiados, validados transversalmente como miembros del equipo directivo, son el Director, el Subdirector, el Jefe de la Unidad Técnico Pedagógica, el inspector general, el orientador y el Jefe de Especialidad. 


Según dijo, el sistema educativo necesita los mejores docentes en el aula y a los mejores líderes en los equipos directivos. 


De acuerdo con lo expresado, la OCDE ha definido fases y tramos y que, según ello, en una serie de países la progresión de la carrera docente se da en función a ciertos factores tales como la duración del servicio, esto es, el tiempo que ha pasado alguien a cargo de una escuela, el tamaño de la misma y experiencias de formación asociadas al desarrollo de líderes directivos (Francia, México, Nueva Zelanda, Israel y Corea). 


Otros factores a considerar son la creación de un sistema de evaluación que ayude a dar un giro a la cultura evaluativa del país por medio de un enfoque formativo que, por sobretodo, entregue información para la mejora; también la remuneración por incentivo por medio de factores que podrían incorporarse en la definición de las remuneraciones, como es el caso de los años de servicio, cargo que se ejerce, horas de dedicación al cargo o evidencias de formación y el tiempo en que se trabaja. 


Respecto del proyecto de ley en debate, dijo que hay que encasillar por única vez y en espera de carrera en tramo avanzado a directivos docentes y técnicos pedagógicos, lo que implica la revisión de la actual “ley miscelánea” en los ítems relacionados con los Directivos Docentes. Al mismo tiempo, sugirió la incorporación de Asignación de Desempeño Colectivo (ADECO) como instrumento de evaluación universal para los equipos directivos. Finalmente, dijo que los equipos directivos que cuenten con esta evaluación podrían ser encasillados de acuerdo con sus resultados. 


5.- Cecilia Brito, Directora del Liceo Miguel de Cervantes y Saavedra, afirmó que las disposiciones transitorias de la ley N° 20.903 indica en su artículo décimo sexto que “los profesionales de la educación que se desempeñen  como Director de establecimientos educacionales o como Jefe de Departamento de Administración de Educación Municipal serán asignados al tramo profesional avanzado, y, para efectos de la percepción de la asignación de tramo establecida en el artículo 49 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, se considerarán los años de ejercicio profesional que acrediten.”


Señaló que si bien la ley N° 20.903 tiene fecha de publicación el día 1 de abril del año 2016 y el proceso de encasillamiento se realizó con la información correspondiente a dicho mes, la fecha para cumplir el requisito de encontrarse en el tramo avanzado para postular a un cargo directivo regía a contar del 31 de julio del año 2017, lo que se explicita en disposiciones transitorias, particularmente en su artículo vigésimo. 


Recordó que en los concursos y nombramientos que se efectúen hasta el 31 de julio de 2017 para proveer vacantes de directores o funciones directivas de exclusiva confianza de éstos, según corresponda, no será aplicable el requisito de estar reconocidos a lo menos en el tramo profesional avanzado, establecido en el inciso tercero del artículo 24 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. A los profesionales de la educación que, al 31 de julio de 2017, se desempeñen en las funciones señaladas en el inciso anterior, no les será aplicable el requisito de estar reconocidos a lo menos en el tramo profesional avanzado, establecido en el inciso tercero del artículo 24 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, únicamente hasta el cese de sus funciones o el término del período de su nombramiento, según corresponda, sin perjuicio de lo señalado en el artículo decimosexto transitorio. 


Dijo estar de acuerdo en la promoción del liderazgo técnico pedagógico, lo que implica un acompañamiento permanente a las prácticas docentes. Afirmó que un Directivo en tramo de acceso, bajo la óptica del Sistema de Desarrollo Profesional Docente, se encuentra en un nivel de competencias descendidas respecto de docentes que se encuentran en Avanzado, Experto I y Experto II.


Respecto de la carrera profesional, señaló que el tramo asignado actualmente (acceso) imposibilita la postulación a concursos públicos. Si bien se considera la posibilidad de asignar “tramo avanzado” mientras se encuentra en ejercicio del cargo, si el directivo no accede inmediatamente al cargo directivo, pierde la condición de avanzado. Lo anterior, según dijo, no cautela la estabilidad laboral y no promueve la proyección de la misma. De esta forma, la ley permite la postulación de profesionales de otras carreras que no deben cumplir el requisito de tramo avanzado. Así, los docentes que ejercen actualmente como directivos, cuentan con años de experiencia en el sistema escolar y poseen, al menos, de especialización en educación o han ganado concurso por el Sistema de Alta Dirección Pública.


En lo que dice relación con la carrera directiva, la señora Brito expresó que el sistema de desarrollo profesional docente (ley N° 20.903) no consideró a los directivos y los asimiló al tramo como docentes, por lo que surge la necesidad de crear un sistema de postulación con tramos iguales a los de los docentes. Lo anterior, debe ser con un reglamento específico y criterios de evaluación que pongan el foco en la experiencia (no tan sólo en el aula), la formación y e conocimiento pedagógico en que las competencias de gestión estén al servicio de aquello. 


Afirmó que se requiere definir una función directiva debidamente regulada, con altos niveles de exigencia, y en la que tanto directivos que quedaron excluidos como inspectores y jefes técnicos puedan postular, ya que por su función no han sido evaluados. Los directores nombrados por concurso, así las cosas, pasan por un proceso riguroso de selección de acuerdo con la ley N° 20.501, pero su horizonte es de sólo cinco años por cada postulación. 


6.- Silvia Riquelme, de la Red Latinoamericana de Pedagogía Hospitalaria, explicó que esta disciplina es una modalidad educativa que se desarrolla al interior de centros de salud o de rehabilitación, que busca acoger, ayudar y apoyar al ser humano en su totalidad, en su calidad de un ser único e indivisible. En el medio hospitalario, continuó, la educación cobra un rol fundamental, no sólo porque evita la discontinuidad del proceso educativo, sino que, además, le permite al paciente alumno mantenerse vinculado al tejido social por medio de aquello que le es propio y natural: la educación pre-escolar en la escuela, el colegio o el liceo, según corresponda. 


La Pedagogía Hospitalaria se caracteriza por responder a las particulares necesidades de los niños, niñas y jóvenes en situación de enfermedad. Entre otros objetivos, se cumple con:


Uno) Garantizar el derecho a la educación. 


Dos) Responder a la necesidad de educarse y a aquellas necesidades educativas producto del proceso de enfermedad.


Tres) Responder a las necesidades médicas, respetando los tratamientos y tiempos indicados por los especialistas de la salud. 


Cuatro) Asumir sus necesidades sociales y psicológicas. 


Cinco) Las respuestas anteriores están contenidas en un currículum flexible que permite combinar todas estas necesidades. 


Precisó que la Pedagogía Hospitalaria y el modelo legal que la amparan en Chile se han transformado en referente para países vecinos. No obstante, aún quedan obstáculos por salvar, entre ellos el que más apremia es el del financiamiento de esta modalidad educativa, la cual con el actual modelo no puede solventar los gastos que ella implica. 


La colaboración entre salud y educación permite mejorar la calidad de vida de quienes están pasando por momentos difíciles ; la Pedagogía Hospitalaria aborda al niño como un todo, como un ser que no sólo está padeciendo una enfermedad, sino que como a una persona que necesita contención y acompañamiento y, por supuesto, un niño que necesita regularizar su vida, y la mejor forma de hacerlo es devolverle su calidad de estudiante. 


Afirmó que las escuelas hospitalarias son un ejemplo de escuela inclusiva y están a cargo de instituciones sin fines de lucro que, a la fecha, presentan serias dificultades económicas y de funcionamiento que colocan en riesgo su continuidad. Los principales problemas que observan son los siguientes:


Uno) La subvención que se impetra es según el promedio de la misma, promedio que es bajo ya que el número de atenciones es proporcional a las hospitalizaciones, castigando así los dineros que se perciben por concepto de asistencia. La planta de los colegios es fija, lo que se percibe por concepto de subvención no alcanza cubrir la planilla de sueldos, lo que ha llevado a estas instituciones a tener deudas millonarias que difícilmente se puedan seguir sosteniendo. Este sistema de subvenciones no considera aquellos aspectos que hacen a la Pedagogía Hospitalaria incompatible con este sistema. 


Segundo) Para dar cumplimiento a la normativa con respecto a la atención domiciliaria, las instituciones se han visto afectadas por su alto costo económico (traslados largos, accesos difíciles y riesgos asociados). 


Tres) Para dar cumplimiento a la normativa con respecto a la Educación Media, las instituciones se han visto afectadas debido al alto costo que genera la contratación de especialistas de todas las áreas. 


Cuatro) Para entregar una educación de calidad es necesario contar con apoyo de especialistas de las distintas áreas para lograr un trabajo interdisciplinario de acuerdo con la realidad de cada hospital. 


En razón de lo anterior, y de acuerdo a los argumentos entregados, solicitaron un piso de 30 alumnos. Las aulas o colegios hospitalarios reciben la subvención de Educación Especial Diferencial de $173.413, 79, equivalente a 7,05506 USE, manteniendo esta subvención la propuesta de un piso de 30 alumnos ascendería a $5.202,413,7 por escuela, que darían respuesta a las solicitudes basadas en una encuesta que se realizó a todas las escuelas y colegios hospitalarios de Chile. Todo lo anterior permitiría cumplir con las necesidades educativas de los niños hospitalizados o en tratamiento, respetando el derecho a la educación reconocido en la Constitución y en diferentes Convenciones Internacionales. 


7.- El Presidente del Consejo Nacional de Organizaciones de Asistentes de Educación de Chile (CONAECH), señor Miguel Ángel Araneda, se refirió a modificaciones que pretenden en impulsar en las siguientes leyes: 


Uno) Ley N° 21.040, que crea un nuevo sistema de Educación Pública. 


Dos) Ley N° 20.964, sobre Plan de Incentivo al Retiro. 


Tres) Ley 21.109, sobre Estatuto de los Asistentes de la Educación Superior. 


Cuatro) Ley N° 19.296, sobre Asociaciones de Funcionarios. 


Cinco) Ley N° 19.464, que establece beneficios económicos para personal no docente. 


8.- De la Dirección de Educación Municipal de Santiago: el Jefe Jurídico, señor Christopher Gotschlich, efectuó algunos comentarios a la iniciativa en informe, y en lo sustancial, la necesidad de reemplazar la asignación de perfeccionamiento para referirla a la asignación en su especialidad.




9.- Del Departamento de Educación Municipal de Paine: el Director, señor Pedro Larraín, junto con hacer ver una serie de cuestiones de índole general respecto de la Educación Municipal de la comuna, tales como Trayectoria de Matrículas y de asistencia en los distintos niveles educacionales, resultados del SIMCE en 4º y 8° básico y segundo medio; PSU; encasillamiento docente
, se refirió a ciertas modificaciones que deberían introducirse al proyecto de ley.





En esta materia, destacó que en los concursos y nombramientos para proveer vacantes de jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal, directores y directivos de exclusiva confianza, incluyendo los cargos técnico-pedagógicos, debe incluirse que puedan postular o designarse, según corresponda, profesionales de la educación que estén ejerciendo cargos de responsabilidad directiva o que los hayan ejercido hasta 3 años atrás. Estos podrán ser de cualquier dependencia o sistema educativo que cuente con reconocimiento oficial del Ministerio de Educación. Estos profesionales de la educación podrán recibir la asignación de responsabilidad directiva o técnico pedagógica que corresponda.




Asimismo planteó la necesidad de dar libertad a los sostenedores de definir las remuneraciones jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal, directores y directivos de exclusiva confianza, incluyendo los cargos técnico-pedagógicos, siempre que se cuente con Convenios de Desempeño sancionados por la Alta Dirección Pública. Su evaluación y continuidad en el cargo dependerá de los resultados del convenio de desempeño que deberá ser informado a la unidad de educación de la Alta Dirección Pública, ya que con ello se podrá ampliar el rango de profesionales altamente preparados de otros sistemas educativos como el particular subvencionado, pagado, organismos sostenedores o directivos de educación superior, que cuentan con las competencias adecuadas y tienen intención de aportar en la educación pública, pero que no lo pueden hacer por no haberse evaluado anteriormente. Así también los jefes de UTP, Inspectores Generales, Orientadores o encargados de Convivencia, que no están ejerciendo horas en aula que, por lo tanto, no pueden evaluarse, y que cuentan con la experiencia directiva, la motivación y capacidades para postular y ejercer como directores miembros de equipos directivos.




Agregó que la experiencia de Paine es que en el concurso que tuvimos el año 2017 para 13 colegios, postularon 300 candidatos y solo 67 contaron con el encasillamiento avanzado o superior. De los 13 colegios: 9 se repitieron, 3 quedaron desiertos y 2 se nombraron nuevos directores. Según representantes de la Alta Dirección pública esta experiencia se está repitiendo en muchas comunas. Estamos seguro que sin la cláusula del encasillamiento, hubiésemos contado con más candidatos idóneos para cubrir las vacantes.



10.- De Elige Educar: la Coordinadora de Ciudadanía y Política, señorita Alionka Miranda y el Director de Impulso de Políticas Públicas, señor Ignacio Maldonado, señalaron , en relación con el aplazamiento para el reconocimiento oficial de los jardines infantiles la necesidad de definir plazos diferidos para los distintos componentes de la Autorización de Funcionamiento y el Reconocimiento Oficial, de la siguiente forma: •Requisitos Técnico-Pedagógicos: diciembre 2019 • Requisitos Jurídicos: diciembre 2019 • Requisitos de infraestructura: diciembre 2022, y definir un plazo para revalidar la Autorización de Funcionamiento o el Reconocimiento Oficial, o parte de sus componentes.





Así también, permitir el ingreso a la carrera de los educadores de párvulos si se desempeñan en establecimientos que cuentan con los requisitos técnicopedagógicos y juridicos a diciembre del 2019.


También plantearon mantener la posibilidad de usar más del 50% de la SEP para financiar las horas no lectivas en establecimientos con más de un 80% de alumnos prioritarios; ampliar los tipos de establecimientos con 40% de horas no lectivas; incluir a los Educadores de los niveles de transición y actualizar el reglamento que define las horas no lectivas en concordancia con el Sistema de Desarrollo Profesional Docente.


11.- Del Colegio Almondale Valle de Concepción: el Vicepresidente, señor Mauricio Garrido, quien expuso la situación que afecta al referido establecimiento, que se convirtió a sin fines de lucro, pero manteniendo los estándares que siempre ha tenido, con una comunidad escolar de 800 alumnos, lo que requiere de una enmienda a la Ley de Inclusión para permitir que aquel siga cumpliendo con la importante función educacional que desarrollan en la VIII Región.

Añadió que las fechas críticas que debe enfrentar son los meses de marzo de 2019 y del 2020, en que se debería construir el nuevo edificio institucional, por lo que la referida legislación requiere de una revisión.

- - -


Seguidamente la Comisión abordo la discusión y votación de las indicaciones planteadas.

Antes de discutir la primera de ellas, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Provoste dio por aprobados, conforme lo dispone el artículo 124 Reglamento del Senado, los artículos 5° y 6° por no haberse presentado indicaciones respecto de ellos. 
ARTÍCULO 1

Número 2

El artículo 1° del texto aprobado en general introduce modificaciones en la ley N° 20.903, que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas.

En su número 2) modifica el artículo decimosexto transitorio de la mencionada ley, que prescribe que los profesionales de la educación que se desempeñen como director de establecimientos educacionales o como jefe de Departamento de Administración de Educación Municipal serán asignados al tramo profesional avanzado, y, para efectos de la percepción de la asignación de tramo establecida en el artículo 49 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, se considerarán los años de ejercicio profesional que acrediten.

Sin perjuicio de lo anterior, los directores o jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal cuyos resultados en los instrumentos de evaluación, indicados en el artículo décimo transitorio, y experiencia profesional les permitan ser asignados a un tramo más alto que el profesional avanzado, serán asignados al tramo que les corresponda de acuerdo a sus resultados.

La enmienda del texto aprobado en general modifica el artículo decimosexto transitorio de la siguiente forma:

a) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos terceros y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:

“Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará igualmente a los profesionales de la educación que al 1 de julio de 2018 se desempeñen como Directores o jefes de Educación de las Corporaciones Municipales.”.

b) Sustitúyese, en el inciso cuarto, que pasó a ser quinto, la letra “y”, por la siguiente frase: “y de los Directores o jefes de Educación de las Corporaciones Municipales o”.

La indicación número 1), del Honorable Senador señor Quintana reemplaza las letras a) y b) del número 2, del artículo 1 propuesto por las siguientes:

a) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos terceros y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:

“Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará igualmente a los profesionales de la educación que al 1 de diciembre de 2018 se desempeñan como Directores de establecimientos educacionales, jefes de Educación de las Corporaciones Municipales y Departamentos de Educación Municipal, y a quienes hayan desarrollado funciones en los Departamentos Provinciales de Educación en el período comprendido entre el primer encasillamiento y el 1 de diciembre del 2018”.

b) Sustitúyese, en el inciso cuarto, que pasó a ser quinto, la letra “y”, por la siguiente frase: “y jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal, Directores o jefes de Educación de las Corporaciones Municipales o quienes hayan desarrollado funciones en los Departamentos Provinciales de Educación en el período comprendido entre el primer encasillamiento y el 1 de diciembre del 2018”.

El Honorable Senador señor Quintana indicó que los profesionales de la educación que desempeñan funciones en los Departamentos Provinciales de Educación están más ligados a la educación pública, tanto o más que algunos directivos.
El señor Subsecretario de Educación manifestó que el Ejecutivo no tiene inconvenientes en modificar la fecha al 1 de diciembre de 2018, pero extender la aplicación del artículo decimosexto a quienes hayan desarrollado funciones en los Departamentos Provinciales de Educación, como pretende la indicación en análisis, generaría un gasto adicional, por lo que sería de exclusiva iniciativa del Presidente de la República.

Añadió que el objetivo de la modificación al mencionado artículo decimosexto es enmendar la omisión de los Directores o jefes de Educación de las Corporaciones Municipales, entendiendo que cumplen la misma función que los jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal.

La Honorable Senadora señora Provoste señaló que considera que, efectivamente, se incurriría en un mayor gasto. Por otra parte apuntó que esos funcionarios no se someten a la evaluación.

El Honorable Senador señor García estuvo de acuerdo con el cambio de fechas, sin embargo, hizo ver que la extensión de los beneficios le genera dudas en cuando a la admisibilidad.

Preguntó al Ejecutivo qué ocurre con los cargos de docentes directivos distintos que los directores de establecimientos educacionales, porque la norma original no los consideró, entonces, cuál será la solución que se les pretende entregar. Le preocupa que en su actual condición las personas que ocupan dichos cargos no pueden participar en concursos, en circunstancias que tienen experiencia suficiente y los conocimientos requeridos.

La Honorable Senadora señora Provoste concordó con los cuestionamientos de Su Señoría.

El señor Raúl Figueroa explicó que el proyecto intenta subsanar una omisión específica y no entrar a la discusión de fondo referente a los docentes directivos.

Añadió que la posibilidad de los docentes directivos para participar en concursos se aborda en otras disposiciones del presente proyecto de ley.

La Honorable Senadora señora Provoste expresó que la modificación al artículo decimosexto busca corregir el encasillamiento en el tramo avanzado, por lo tanto, apoya el planteamiento del Senador señor García.

Además, observó que tampoco se resuelve lo relativo a los directores encargados de escuelas rurales unidocentes o bidocentes, que tampoco están encasillados en el tramo avanzado, siendo que cumplen la misma tarea y cargan con iguales responsabilidades, por lo que solicitó al Ejecutivo que se refiera a este punto.

El señor Subsecretario de Educación expuso que la situación de los equipos directivos en general no fue un asunto recogido por la ley N° 20.903 ni en este proyecto de ley, sin embargo, el Ministerio está trabajando en una propuesta más integral sobre los directivos.

La Honorable Senadora señora Provoste señaló que, más allá de la discusión en cuanto al equipo directivo, está la situación que enfrentan los directores de las escuelas rurales que no tienen el título de tal, por lo que consultó a los representantes del Ejecutivo si existe voluntad para reparar este vacío en el presente proyecto de ley.

El señor Raúl Figueroa reconoció la importancia del asunto expuesto, sin embargo, indicó que esta no sería la oportunidad adecuada para abordarlo, porque implicará un impacto financiero que no se ha revisado.

El Honorable Senador señor Quintana preguntó qué otros actores de la educación quedan fuera de la posibilidad del encasillamiento.

El señor Subsecretario de Educación respondió que cualquier docente que no ejerza funciones directivas.

La Honorable Senadora señora Provoste añadió a los profesores directores de escuelas rurales unidocentes o bidocentes.

El Honorable Senador señor Quintana señaló que esta última situación sería transitoria, pero, es probable que los profesionales de la educación que ejercen funciones en Departamentos Provinciales de Educación lo hagan por largos periodos.

- Puesta en votación la indicación número 1, letras a) y b), fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Provoste y Von Baer y señores García, Latorre y Quintana.
Número 3





La norma dispone que en los concursos y nombramientos para proveer vacantes de jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal, directores y directivos de exclusiva confianza, incluyendo los cargos técnico-pedagógicos, podrán postular o designarse, según corresponda, profesionales de la educación que desempeñen o hayan desempeñado dichos cargos o el de Director de Educación de una corporación municipal, por al menos cuatro años y que se encuentren en el tramo de acceso, tramo temprano o no hayan sido asignados a un tramo del Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, por no contar con resultados que lo permitan. Estos profesionales de la educación podrán recibir la asignación de responsabilidad directiva o técnico pedagógica que corresponda.
El Honorable Senador señor García solicitó a los representantes del Ejecutivo una mayor explicación de este numeral, aun cuando el no fue objeto de indicaciones.
El señor Subsecretario de Educación señaló que el nuevo inciso final del artículo vigésimo transitorio recoge una inquietud anteriormente manifestada, permitiendo que profesionales de la educación que desempeñen o hayan desempeñado cargos de jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal, directores y directivos de exclusiva confianza, o de Director de Educación de una corporación municipal, por al menos cuatro años y que se encuentren o no en uno de los tramos ahí indicados, puedan postular a los concursos y nombramientos para proveer vacantes de los mismos cargos.

El Honorable Senador señor García manifestó que si se les está otorgando esta posibilidad a los profesionales mencionados, por qué no incorporarlos en la posibilidad de ingresar al tramo avanzado.

El señor Raúl Figueroa aclaró que son situaciones distintas.

La Honorable Senadora señora Provoste apuntó que entiende que el Ejecutivo pretende asimilar al tramo avanzado a un número determinado de directivos; pero, el Senador señor García ha expuesto su preocupación por las condiciones en que quedarán los profesionales de la educación aludidos en el numeral 3, dentro del establecimiento educacional, por ejemplo, qué liderazgo podrá ejercer un director que se encuentra en el tramo de acceso frente a sus profesores encasillados en el tramo avanzado o experto.

ARTÍCULO 2

Agrega en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican, un inciso final nuevo, del siguiente tenor:


“Aquellos profesionales de la educación que se encuentren reconocidos en los tramos experto I o II, en el Sistema de Desarrollo Profesional Docente, estarán exceptuados de la evaluación de desempeño docente a que se refiere este artículo.”.

En la indicación número 2), de la Honorable Senadora señora Provoste, modifica el Decreto con Fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican en el siguiente sentido:
1. Agrega al artículo 12 ter el siguiente inciso final nuevo:

“Con todo, en la oferta de cursos y programas impartidos, se deberán considerar todos los niveles de educación regular considerados en el decreto supremo N°2, de 2010, de Educación, y en el caso de la educación de nivel parvulario esta formación podrá otorgarse además al personal técnico que desarrolla funciones de aula.”. 

Por su parte, en la indicación número 3), el Honorable Senador señor Latorre, modifica el inciso final nuevo, en el siguiente tenor:

“Agrégase a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido la siguiente frase: “Por su parte, los profesionales que se encuentren reconocidos en el tramo avanzado, podrán solicitar ser eximidos de la misma”.

La indicación número 4), de la Honorable Senadora señora Provoste, agrega el siguiente artículo 88 F, nuevo:

“Artículo 88 F.- La jornada semanal de los docentes, así como del personal que desempeña funciones técnicas de aula, que se desempeñen en los establecimientos educacionales indicados en el artículo 88 A, se conformará por horas de actividades en aula y horas de actividades curriculares no lectivas. Para estos efectos se aplicará lo dispuesto en el artículo 6 de esta ley y el porcentaje de horas lectivas y no lectivas corresponderá al señalado en el artículo 69.

En la distribución de la jornada de trabajo, incorporando las horas de extensión horaria si corresponden, se deberá procurar que las horas no lectivas sean asignadas en bloques de tiempo suficiente para que las profesionales de la educación puedan desarrollar la totalidad de sus labores y tareas asociadas al proceso de enseñanza y aprendizaje dentro de aquella. 

Con todo, la aplicación de las normas establecidas en este artículo, así como de la extensión horaria, no podrán significar la disminución del coeficiente de personal que deba permanecer en el aula conforme a la normativa vigente.”.

Cabe consignar que previo a la discusión y votación de la indicación número 2), la Comisión debatió respecto de su alcance y admisibilidad en relación con las ideas matrices del proyecto. En ese punto, es necesario destacar que la Secretaría de la Comisión elaboró un documento sobre el particular, a requerimiento de la señora Presidenta de la instancia, en la cual se transcriben las normas constitucionales, legales y reglamentarias que abordan el punto, como los fallos del Tribunal Constitucional que se han referido a la materia.
 




Consultada la Secretaría respecto de este punto, ella agregó que en el trámite de primer informe, al definir los objetivos de esta iniciativa, se especificó que ellos son: corregir algunos problemas derivados de implementación de la ley que creo el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y otros cuerpos legales recientemente aprobados. En ese sentido se pretende apoyar la implementación del referido Sistema, mejorando el ingreso de los docentes directivos; propone un mecanismo que permita apoyar de mejor manera a los establecimientos educacionales con desempeño insuficiente; la prestación del servicio educacional en escuelas cárceles, o dependientes del Servicio Nacional de Menores y aulas hospitalarias, y mejora diversos aspectos del funcionamiento y las facultades de los administradores provisionales de establecimientos educacionales, entre otras materias.

Por otra parte, busca asegurar el pago de beneficios a los trabajadores que sean traspasados a los Servicios Locales de Educación Pública creados por la ley N° 21.040, y que actualmente cumplen funciones en la educación municipal y aclara la información que deben entregar los municipios para el traspaso del servicio educacional a los Servicios Locales de Educación Pública en materias de personal.


Luego de efectuada la relación anterior, los integrantes de la instancia debatieron acerca de los alcances de la proposición parlamentaria a que se ha hecho mención con anterioridad.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Provoste recalcó que entiende que cuando se trata de una ley miscelánea, como es el proyecto de ley en informe, lo que se aborda son los temas que se relacionan con la educación y destacó que la indicación número 2) en análisis atañe al Sistema de Desarrollo Profesional Docente. Añadió, en ese mismo sentido, que el proyecto de ley se hace cargo de problemas de implementación de diversos cuerpos legales vinculados a educación, por lo juzgó que la propuesta es admisible.
Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que la idea matriz de este proyecto de ley no es todo lo que se relacione con la educación ni con el desarrollo de la carrera profesional docente, sino que los problemas derivados de la implementación de las normas, como se señaló al definir los objetivos de la iniciativa en el primer informe de la Comisión, y no una ampliación de las mismas, como pretende la indicación número 2), al incluir la educación parvularia, más allá de que pueda ser una buena idea. Por lo anterior, reiteró que le parece que la indicación de la especie debe ser considerada inadmisible.

La Honorable Senadora señora Provoste discrepó de la opinión de la señora Senadora y señaló que siguiendo esa línea argumentativa se vería forzada a declarar inadmisibles indicaciones presentadas por el Ejecutivo respecto del reconocimiento oficial de la educación parvularia.

El Subsecretario de Educación señor Raúl Figueroa acotó que la indicación número 2), por el hecho de mandatar al CPEIP a abordar todos los niveles de la educación cada año, además conlleva ineludiblemente un mayor gasto de recursos no contemplados, lo cual corresponde a una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República conforme lo establece la Constitución Política de la República.
Además, en cuanto a las indicaciones relativas al reconocimiento oficial de la educación parvularia, opinó que sí se enmarcan dentro de las ideas matrices toda vez que el Mensaje contiene normas relacionadas con dicha materia, sin embargo, aquellas no fueron aprobadas en el primer trámite.

La Honorable Senadora señor Provoste recalcó que la capacitación en el nivel de educación parvularia fue implementada en el año 2016, incorporándose a las trabajadores de los jardines VTF (Vía Transferencia de Fondos) y es el CPEIP el que no ha dado cumplimiento.

La Honorable Senadora señora Von Baer reiteró que las indicaciones que se formulan a todo proyecto de ley, aun cuando éste aborde diferentes materias, como es el caos de la especie, deben circunscribirse al Mensaje y a sus objetivos, por lo que solicitó que se sometiera a votación la admisibilidad de la propuesta en discusión.
A su turno, el Honorable Senador señor García manifestó que le parece razonable el contenido de la indicación de autoría de la Senadora señora Provoste, sin embargo, le parece que es inadmisible por el mayor costo que implica la medida, más que por no ajustarse a las ideas matrices.

Apuntó que el señor Subsecretario de Educación comentó que el Ejecutivo ingresará otro proyecto de ley atingente a estas materias, por lo que sugirió resolver este tema en aquel.

La Honorable Senadora señor Provoste replicó que su propuesta no conlleva mayores gastos puesto que actualmente los ellos son por niveles, y ya estarían considerados los recursos para el nivel de educación parvularia. Además, propuso que la palabra “deberán” sea reemplazada por “podrán”, para reforzar su carácter facultativo.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana, apoyó el contenido de la indicación y también, apuntó que en los proyectos de ley como éste – misceláneos - se flexibiliza lo referente a las ideas matrices y, por consiguiente, existe una mayor amplitud para ponderar la pertinencia de las indicaciones que se presenten.
Asimismo, expresó que sería necesaria una mayor disposición del Ejecutivo a recoger esta materia en el presente proyecto de ley y preguntó cuáles son los niveles de la educación que se encontrarían desatendidos y cuáles las nuevas funciones que se le atribuyen al CPEIP.

El señor Subsecretario de Educación aclaró que no es que haya niveles desatendidos, sino que el CPEIP se hace cargo de los diversos niveles educativos con determinados focos en su acción, por ejemplo, el reforzamiento de la lectura en los primeros años de enseñanza básica, focalizar en entregar herramientas a los docentes para mejorar aspectos de convivencia escolar, etc.

- Seguidamente, fue puesta en votación la admisibilidad de la indicación número 2), siendo aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Provoste y señores Latorre y Quintana y dos votos en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y García.
Al fundamentar su rechazo, el Honorable Senador señor García indicó que evidentemente la medida genera un mayor gasto y además lo orienta.

La Honorable Senadora señora Von Baer fundamentó su voto en contra señalando que en su opinión habrían tres razones para considerar que la indicación número 2) es inadmisible, a saber: se aparta de las ideas matrices del proyecto ley; está redactada en términos imperativos determinando funciones o atribuciones del CPEIP y e irroga un mayor gasto público.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Provoste fundamentó su votación señalando que la indicación de su autoría no genera un mayor gasto porque los recursos ya están considerados en cada nivel educacional, está redactada de manera facultativa y se enmarca en las ideas matrices del proyecto de ley.
Finalmente, y sin perjuicio de las precisiones señaladas con anterioridad, la Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que el hecho de que se proponga enmendar la redacción de la indicación de manera de que sea en términos facultativos y no imperativos configura un reconocimiento tácito de su inadmisibilidad original. Asimismo, añadió, al votarse su admisibilidad ella debe efectuarse o referirse a los mismos términos en que fue planteada, y una vez resuelto este punto, como tantas veces se ha hecho tanto en esta Comisión como en otras, las indicaciones pueden ser aprobadas con modificaciones para introducir un cambio como el que planteó la Presidenta de la instancia.
- Posteriormente, puesta en votación la indicación número 2), con la modificación señalada, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Provoste y señores Latorre y Quintana y dos abstenciones de los Honorables Senadores señora Von Baer y García.

El Honorable Senador señor García, al fundar su abstención, manifestó que la modificación hace que el contenido de la indicación pierda todo sentido.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer recalcó que sigue pensando que es una indicación inadmisible.





En relación con la indicación número 3), el Honorable Senador señor Latorre explicó que el gremio de los profesores le habría manifestado una queja constante por la doble evaluación, ya que eso los presiona y desconcentra a los profesores de sus labores naturales, en razón de ello plantea la posibilidad de que los docentes reconocidos en el tramo avanzado soliciten ser eximidos de la evaluación de desempeño.

El señor Subsecretario de Educación acotó que ya el hecho de que los profesores de los tramos experto I y II sean exceptuados de la evaluación de desempeño genera cierto revuelo.

Explicó que la evaluación docente y la evaluación propia del Sistema de Desarrollo Profesional Docente tienen características diferentes y miden aspectos distintos. La primera sería de carácter formativo y la segunda se traduce en mayores remuneraciones.

Es cierto que tenemos dos instrumentos que corren en paralelo pero que tienen finalidades distintas. Manifestó su preocupación en cuanto a que por la vía de ir eximiendo a ciertos grupos de tales evaluaciones, se le quite peso a herramientas valiosas para el sistema.

Señaló que es importante avanzar en la unificación de las evaluaciones, pero no descartar una en beneficio de la otra, sino que rescatar la esencia de ambas.

La Honorable Senadora señora Provoste apuntó que entiende que eximirse de la evaluación de desempeño pasaría por una decisión personal de cada docente. Tiende a pensar que un profesor que ha sido calificado en el tramo avanzado estará ávido de volver a evaluarse para pasar al experto, por el incremento remuneracional que lleva aparejado.

La Honorable Senadora señora Von Baer indicó que no quedaría claro quién decidirá si el docente será eximido en definitiva de la evaluación.

Además, comentó que esta materia fue ampliamente analizada cuando se discutió lo relativo a la evaluación de desempeño docente y se tomó la decisión consciente de la necesidad de que los profesores fueran evaluados, aun cuando entiende la presión que generan las dos pruebas. Es importante dar la señal en cuanto a que los docentes son evaluados.

Destacó que los grandes valores del nuevo sistema radican en que existe la evaluación, es conocida y que la liga a las remuneraciones de los profesores, por lo mismo constituye una herramienta importante para la calidad de la educación.

El Honorable Senador señor García consultó cuáles son las consecuencias de no evaluarse respecto de quienes han sido calificados en los tramos avanzado y experto I y II.

Asimismo, expresó que se precisa contar con una única evaluación que considere los distintos factores, ya que es cierto el agobio que sufren los profesores por la doble evaluación y recalcó que a ningún otro profesional en Chile se le somete a tal situación.

El señor Raúl Figueroa indicó que el incentivo para evaluarse es calificar en los tramos experto I y experto II, el avanzado es el último obligatorio dentro del desarrollo profesional docente.

La evaluación docente tiene un objetivo formativo y consecuencias de marginación de la dotación en el evento en que se produzcan ciertos resultados, así, por ejemplo, el que se niega a ser evaluado o bien el que evaluado queda dos veces en la categoría insuficiente.

El Honorable Senador señor García pregunto si un profesor que tiene la categoría de avanzado podría bajar de tramo por tener malos resultados en la evaluación.

El señor Subsecretario informó que podría darse el caso de un profesor que esté en tramo avanzado que no se siga evaluando a través del Sistema de Desarrollo Profesional Docente (porque el acceso a experto I y II es voluntario), o si se somete a la evaluación obtenga malos resultados.

El Honorable Senador señor Quintana comentó que actualmente coexisten no solo dos evaluaciones sino que dos sistemas con distintos tramos y efectos.

El señor Raúl Figueroa añadió que el Sistema de Desarrollo Profesional Docente tiene un efecto fundamentalmente asociado a acceso a mejores remuneraciones.

El Honorable Senador señor Latorre aclaró que está a favor de la evaluación de los docentes, pero unificada. Destacó que la indicación de su autoría establece una posibilidad.

Hizo ver que la evidencia es que en otros países se confía en la formación y la capacitación permanente de los profesores, porque han invertido en ellas. Sin embargo, en Chile hay muchos niveles de calidad de las universidades.

La Honorable Senadora señora Provoste señaló que ante la solicitud del docente decidiría la comisión evaluadora.

- Puesta en votación la indicación número 3), se produjo el siguiente resultado: dos votos a favor, de los Honorables Senadores señora Provoste y señor Latorre; un voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores García y Quintana, por lo que correspondió repetir la votación.
Antes de ello, y al fundamentar su abstención los Honorables Senadores señores García y Quintana señalaron que sería apropiado escuchar a los diferentes actores involucrados, ya que tal vez existan efectos que no se han visualizado.
La Honorable Senadora señora Von Baer fundamentó su voto contrario en los argumentos anteriormente expuestos, aun cuando coincide con lo mencionado por el Senador señor Latorre, y solicitó al Ejecutivo hacer un esfuerzo para unificar las evaluaciones.
- Repetida la votación de la indicación número 3), en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, ella fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Provoste y señores Latorre y Quintana, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor García.




En lo que dice relación con la indicación número 4), la Honorable Senadora señora Provoste explicó que cuando se discutió la carrera profesional docente se establecieron condiciones para horas lectivas y no lectivas de docentes pero no así para educadoras de párvulos, por lo tanto la indicación en análisis las incorpora al mismo sistema.

La señora Subsecretaria de Educación Parvularia comentó que lo antedicho por Su Señoría es efectivo. Opinó que hoy incorporar las horas lectivas y no lectivas irroga un mayor gasto público, además de otras dificultades.

Hizo presente que el trabajo de las educadoras de párvulos en jardines infantiles es muy distinto al que desarrollan las mismas profesionales en colegios, ya que en los niveles de transición normalmente el horario de clases es media jornada. En los jardines las educadoras y las técnicos deben estar con los niños desde que llegan hasta que son retirados, sin posibilidad de dejarlos sin supervisión directa en momento alguno, por lo que para igualar las situaciones se tendría que contratar un 30% más de personal.

Igualmente, mencionó otra arista que es la extensión horaria, cuya razón de ser es la necesidad de la familia y no porque pedagógicamente se piense que los niños requieren mayor estimulación. Entonces, establecer la exigencia de mantener el coeficiente en la jornada extendida es un despropósito porque no cumple el objetivo de la misma, que es asistencial y de cuidado, conllevando inevitablemente a la imposibilidad de ofrecerla, por falta de personal disponible.

La Honorable Senadora señora Provoste valoró que se reconozca el trato desigual y recalcó que las horas no lectivas son necesarias en todos los niveles educacionales y las actividades propias de ellas se llevan a cabo pero a costa del tiempo libre de las educadoras y técnicos.

Solicitó al Ejecutivo evaluar este asunto, ya que en su opinión esto habría sido una omisión absolutamente involuntaria en la tramitación de la ley.

La señora Subsecretaria de Educación Parvularia, María José Castro expuso que la educación parvularia presenta características muy diferentes a los otros niveles de la educación. Aseguró que ya se están evaluando distintas alternativas, como lo que hacen los jardines INTEGRA, que cierran por el día para realizar las labores correspondientes a las horas no lectivas. Apuntó que esta discusión forma parte de lo que se requiere para la institucionalización de la educación parvularia en nuestro país.

- La Honorable Senadora señora Provoste solicitó contar con una propuesta a la brevedad y retiró la indicación número 4), de su autoría.
ARTÍCULO 3


La disposición introduce modificaciones en la ley número 20.529, que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización.

Número 1)


Modifica el inciso tercero del artículo 18, norma que se refiere a la ordenación que se realizará anualmente y considerará el grado de cumplimiento de los grados de aprendizaje. En su inciso tercero, prescribe que sin embargo, en el caso de establecimientos educacionales con un número insuficiente de alumnos que rindan las mediciones, y que no permita obtener resultados válidos, el Ministerio de Educación establecerá la metodología que permita una ordenación pertinente, considerando, entre otros factores, un número mayor de mediciones consecutivas que para el resto de los establecimientos educacionales, tanto para los estándares de aprendizaje como para los otros indicadores de la calidad educativa. Dicha metodología será aprobada por decreto supremo del Ministerio de Educación.


El texto aprobado en general por el Senado modifica, como se indicó precedentemente, el inciso tercero del artículo 18, de la siguiente manera:


a) Reemplaza la expresión “la metodología” por “una metodología especial de evaluación”.


b) Intercala, entre la palabra “educativa” y el punto que le sigue, la oración “los cuales deberán ser pertinentes y válidos para estos establecimientos, teniendo por objeto su apoyo y mejora”.

En la indicación número 5), el Honorable Senador señor Latorre modifica la letra a) referida para agregar a continuación de la palabra “evaluación”, la frase “en consideración al proyecto educativo de cada establecimiento,” precedida por una coma.

El Honorable Senador señor Latorre explicó que el objetivo de la indicación es considerar el contexto funcional acorde al proyecto institucional, lo que recoge una demanda del Colegio de Profesores en base a la necesidad de tomar en cuenta las particularidades del proyecto educativo de cada establecimiento, en oposición a la estandarización.

El señor Subsecretario de Educación valoró la diversidad de proyectos educativos y la importancia de favorecer y fomentar que cada establecimiento cuente con una manifestación y expresión propia.

Señaló que la lógica del sistema del aseguramiento de la calidad es que se establecen instrumentos para evaluar a los establecimientos bajo una misma vara. Aun así, el proyecto de ley dispone que para aquellos con un número insuficiente de alumnos que rindan las mediciones y que no permita obtener resultados válidos, el Ministerio establecerá una metodología especial de evaluación acorde a las características de las escuelas pequeñas.

En relación con la propuesta del Senador Latorre en discusión, apuntó que configurar evaluaciones considerando el proyecto educativo de cada establecimiento implicaría diseñar una metodología diferente para cada uno, lo que escapa del espíritu del sistema y obliga a destinar recursos específicos y adicionales a tal labor.

Consultada la Secretaría de la Comisión respecto de la admisibilidad de la indicación, hizo presente que la propuesta se relaciona con la administración financiera o presupuestaria del Estado, lo que de conformidad a la Constitución Política de la República es una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.
Por su parte, el Honorable Senador señor García manifestó sus dudas en cuanto a la admisibilidad de la indicación, por lo que sugirió al Senador señor Latorre que, en vista a que la letra b) del Número 1 contiene la misma lógica, retirara su indicación dejando así constancia en la historia de la ley.
El Honorable Senador señor Latorre estuvo de acuerdo, aun cuando apuntó que la indicación de su autoría refuerza y profundiza la idea.

La Honorable Senadora señora Provoste opinó que la indicación es completamente admisible y se hace cargo de un vacío del texto aprobado en general.
- Puesta en votación la indicación fue aprobada, con modificaciones, en el sentido de entenderla subsumida en la letra a) del número 1) del texto aprobado en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Provoste y Von Baer, y señores Latorre y García.
Número 12


Este numeral de este artículo del texto aprobado en general reemplaza en el artículo decimoquinto transitorio la expresión “un plazo de ocho años a contar de la entrada en vigencia de esta ley”, por la frase “plazo hasta el 31 de diciembre del año 2022”.


El artículo decimoquinto transitorio vigente dispone que los establecimientos que imparten educación parvularia, que reciben aportes del Estado y que no cuentan con el reconocimiento oficial de éste, tendrán un plazo de ocho años a contar de la entrada en vigencia de esta ley para obtener tal reconocimiento. Transcurrido ese plazo, los establecimientos educacionales de educación parvularia que no cuenten con dicho reconocimiento no podrán recibir recursos del Estado para la prestación del servicio educativo.

Sobre este numeral recayó la indicación número 6), de la Honorable Senadora señora Provoste, proponiendo su reemplazo por el siguiente:

“12) Agréguese un nuevo inciso segundo al Artículo Decimoquinto Transitorio del siguiente tenor:

“La Superintendencia de Educación podrá eximir, hasta el 31 de diciembre de 2022, de los requisitos de funcionamiento referidos a infraestructura, tales como, patente comercial, recepción definitiva de obras de edificación, informe sanitario y otros análogos, a los establecimientos que imparten educación parvularia, con miras a concederles el reconocimiento oficial a los mismos.”.”.

La Honorable Senadora señora Provoste explicó que la indicación de su autoría busca separar, para efectos del reconocimiento oficial de los jardines infantiles, los temas de infraestructura de los de coeficiente técnico y gestión, siendo a su juicio, estos últimos los que aseguran la calidad de la educación más que los primeros.

Consideró que la mayor dificultad para obtener el reconocimiento oficial se presenta en lo relativo a infraestructura porque, por ejemplo, que no haya claridad en cuanto a los títulos de dominio. Así, la indicación plantea que la Superintendencia pueda eximir hasta el 31 de diciembre de 2022 del cumplimiento de los requisitos de funcionamiento referidos a infraestructura.

La señora Subsecretaria de Educación Parvularia manifestó que la indicación presentaría bastantes dificultades al implementarse. Comentó que en el año en curso se ha logrado avanzar en el reconocimiento oficial, pero llega solo al 6,4%. Los jardines que reciben financiamiento público son 3.500 más los privados, ambos en total bordean a los 5.000. 

Dentro de las mencionadas dificultades, afirmó que para el reconocimiento oficial parcial que propone en definitiva la indicación no hay capacidad alguna para gestionarlo antes del plazo original. Para haber cumplido el Gobierno anterior debió haber dispuesto los recursos necesarios para que las SEREMI este año hubieren contado con un mayor personal; además, la norma incluye a todos los establecimientos que imparten educación parvularia y no solo a los jardines infantiles.

Aclaró que quien entrega el reconocimiento oficial es la SEREMI respectiva, y que, ante una solicitud, eventualmente formula observaciones a ciertos aspectos, entregando plazos -que no exceden un par de meses- para solucionar los problemas. 

El reconocimiento oficial constituye una especie de garantía de calidad respecto del universo de elementos que considera, por lo que otorgarlo al 2019 exceptuando lo relativo a infraestructura hasta el 2022, conlleva una responsabilidad estatal enorme. Sin embargo, comentó que, actuando dentro de las facultades que provee el sistema, la Superintendencia emitió una circular que exige a los jardines infantiles todo lo jurídico, lo pedagógico y condiciones básicas de funcionamiento en lo relacionado con infraestructura a marzo del 2019, aun cuando no estén tramitando el reconocimiento oficial.

Señaló que es más adecuado aplazar todo el trámite del reconocimiento oficial al 31 de diciembre del 2022, para que cuando se obtenga sea una garantía de calidad cierta.

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que de la indicación en debate se desprende –porque reemplaza el texto aprobado en general– que todos los establecimientos que imparten educación parvularia deban obtener el reconocimiento oficial al 2019 y que la Superintendencia pueda eximir solo los requisitos respecto a los temas de infraestructura.

Opinó que, además de no ser adecuado dejar en manos de la Superintendencia lo relativo a la infraestructura, la propuesta parlamentaria se refiere a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

El señor Subsecretario de Educación visualizó que si no se prorroga el plazo para obtener el reconocimiento oficial, parte importante de los establecimientos que imparten educación parvularia con financiamiento estatal tendrían que cerrar al año 2019.

La señora Subsecretaria de Educación Parvularia señaló que estaría de acuerdo con la indicación en comento en tanto se mantuviera la prórroga hasta el 31 de diciembre del 2022 para la obtención del reconocimiento oficial, porque iría en la misma lógica de las directrices en cuanto a los temas de infraestructura.

- La Honorable Senadora señora Provoste señaló que el propósito de la indicación es hacer exigibles los requisitos sobre infraestructura hasta el 2022 y, dadas las explicaciones expuestas por el Ejecutivo, retiró la indicación en discusión.
Artículo 4°


Agrega en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, del Ministerio de Educación, sobre subvención del Estado a establecimientos escolares, el siguiente artículo 9 ter:


“Artículo 9 ter.- Los locales anexos de establecimientos educacionales que funcionen como aulas hospitalarias; aquellas dependientes de recintos hospitalarios; las escuelas cárceles y los establecimientos que funcionen en un recinto del Servicio Nacional de Menores percibirán una subvención educacional mensual de acuerdo a las reglas establecidas en el artículo 13. Con todo, esta subvención mensual no podrá ser inferior a 61,10443 U.S.E., más el incremento al que se refiere el artículo 11 en caso de corresponder.


El Ministerio de Educación, mediante resolución que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos, determinará anualmente la nómina de estos establecimientos.”.

La indicación número 7), del Honorable Senador señor Latorre reemplaza en el artículo 9 ter que se agrega, el guarismo “61,10443” por “122,20886”.

El Honorable Senador señor Latorre expresó tener plena conciencia en cuanto a que la propuesta se refiere a una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, y por lo mismo, solicitó a sus representantes que pudieran presentar una indicación en tal sentido.

Manifestó que las escuelas hospitalarias son pocas pero que la subvención no alcanza, porque además es variable, lo que no permite garantizar un funcionamiento básico.

La Honorable Senadora señora Von Baer añadió que existen diversas formas de aliviar la precaria situación de las escuelas hospitalarias, por lo que solicitó al Ejecutivo trabajar en una solución, de lo contrario desaparecerán. Recalcó que esto pasa por un tema de fondos y también por una mejor regulación.

El Honorable Senador señor Navarro señaló que actualmente hay graves problemas en el Servicio Nacional de Menores, el 56% de los condenados por delitos en Chile ha pasado por dicho Servicio.

Por su parte, las aulas hospitalarias requieren un mayor aporte.

La Honorable Senadora señora Provoste valoró el incremento de la subvención del texto aprobado en general, pero se incorporan en un mismo propósito espacios educativos muy diversos, ya que las escuelas del SENAME ni las carcelarias tienen problema de número de alumnos, lo que sí ocurre con las aulas hospitalarias.

El señor Subsecretario de Educación apuntó que, aun cuando se estime insuficiente, las escuelas hospitalarias sí tienen un mínimo de subvención; sin perjuicio de ello, el Ministerio está trabajando en buscar nuevas alternativas que se adecuen a sus necesidades, de hecho en la Ley de Presupuestos se logró determinar cierto monto para material didáctico y deportivo.

- En virtud de lo anterior, el Honorable Senador señor Latorre retiró la indicación número 7).

El Honorable Senador señor Navarro solicitó oficiar al Ministerio de Hacienda y consultar a la Dirección de Presupuestos advirtiendo sobre esta preocupación, con lo que estuvieron de acuerdo los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Provoste y Von Baer, y señores García y Latorre.
- - -


Seguidamente, la indicación número 8), de la Honorable Senadora señora Provoste, propone añadir una modificación al inciso sexto del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales. El referido artículo se refiere al valor unitario por alumno de los establecimientos educacionales rurales que cumplan con los demás requisitos señalados en este artículo. 


Por su parte, el inciso sexto prescribe que no obstante, no corresponderá la subvención mínima establecida a los establecimientos educacionales que superen la matrícula de 17 alumnos o pierdan su condición de estar ubicados en zonas de extremo aislamiento geográfico, sin perjuicio del derecho que tengan para percibir la subvención que corresponde a los establecimientos rurales por conservar su condición de tales.

La indicación referida agrega la frase “En caso de que el establecimiento vuelva a tener una matrícula igual o inferior a los 17 alumnos, volverá a percibir la subvención mínima establecida en los dos incisos precedentes.”, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, en el inciso 6° del artículo 12 del decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.
La Honorable Senadora señora Provoste manifestó que busca sensibilizar al Ejecutivo en cuanto a escuelas pequeñas que pasan por periodos con un número de alumnos mayor a lo que establece el piso rural (17) pierden la subvención, aunque sea por situaciones circunstanciales, como por ejemplo, construcción de una obra en el sector y llega una población flotante. Cuando el establecimiento vuelve a su nivel habitual no recuperará la subvención.

El señor Subsecretario de Educación comprendió el objetivo de la indicación y apuntó que es importante abordar el tema de la ruralidad con los incentivos correctos, puesto que existen tensiones permanentes. Agregó que es una indicación inadmisible y que no están en condiciones de patrocinarla.

Comentó que en el 2004 se congeló la normativa hasta hoy, pero la ruralidad ha evolucionado, por lo que las soluciones deben adecuarse, así, en muchos casos, es más conveniente financiar trasporte a establecimientos más grandes y equipados que determinadas escuelas.

La norma mencionada establece que los establecimientos que después del año 2004 dejen de cumplir los requisitos dejan de ser elegibles para el financiamiento y no autoriza al Ministerio a reasignarle el beneficio si es que en el futuro vuelven a estar en la hipótesis.

El Honorable Senador señor García expresó que, independientemente de lo relativo a la admisibilidad de la indicación en análisis, le preocupa la interpretación del asunto, porque le parece que si un colegio que habiendo tenido menos de 17 alumnos, y por lo tanto derecho al piso rural, porque en un año circunstancialmente supere esa matrícula y luego vuelva a caer, debe recuperar su derecho al aporte fiscal. Por lo anterior, solicitó recabar la interpretación de la Contraloría General de la República mediante un oficio, con lo que estuvieron de acuerdo los demás miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Provoste y Von Baer, y señores Latorre y Quintana.
El Honorable Senador señor Navarro señaló que pretender hacer una evaluación de la ruralidad mediante una ley rígida no es adecuado, no se puede establecer un guarismo inamovible. Además, con estas medidas no se promueve que las personas permanezcan viviendo en el campo.

Hizo presente que el hecho de la terminación de la municipalización de la educación tendrá efectos en este ámbito, por lo que debe ser evaluado de modo positivo, no cerrando escuelas.

- En base a lo anterior, la Honorable Senadora señora Provoste retiró la indicación.

- - -

ARTÍCULO 7


El precepto modifica la ley N° 21.040, que crea el Sistema de Educación Pública.

Número 2)


Agrega en su artículo cuadragésimo segundo transitorio un nuevo inciso final, del siguiente tenor:


“Con todo, sólo le serán oponibles a los Servicios Locales de Educación Pública las condiciones pactadas con anterioridad de un año contado desde la fecha en que se haga efectivo el traspaso del personal de que trata este párrafo. En caso de que el Presidente de la República ejerza la facultad establecida en el inciso cuarto del artículo sexto transitorio, podrá establecer un plazo menor.”.


La legislación vigente se refiere a la protección de los derechos del personal. 

El numeral fue objeto de dos indicaciones.

La indicación número 9), de la Honorable Senadora señora Provoste reemplaza la expresión “un año” por “seis meses”.

La indicación número 10), el Honorable Senador señor Latorre sustituye la expresión “un año contado” por “seis meses contados”.

La Honorable Senadora señora Provoste explicó que la indicación propone homologar el plazo a lo que se aprobó recientemente en el estatuto de asistentes de la educación, es decir, seis meses, en cuanto al reconocimiento de las condiciones pactadas contenidas en instrumentos colectivos de las Direcciones Administración de Educación Municipal y de Corporaciones Municipales.

El señor Subsecretario de Educación manifestó que el texto aprobado en general solo indica que les serán oponibles a los Servicios Locales de Educación Pública las condiciones pactadas con anterioridad a un año desde el traspaso del personal. Señaló que no tiene inconvenientes con la propuesta, aun cuando la idea es evitar la sobredotación.

- Puestas en votación las indicaciones números 9 y 10, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Provoste y señores García, Latorre y Quintana.
Número 3
Incorpora un nuevo artículo cuadragésimo segundo bis transitorio a la ley N° 21.040, que crea el Sistema de Educación Pública, del siguiente tenor:
“Artículo cuadragésimo segundo bis.- Del financiamiento transitorio de las municipalidades y corporaciones municipales a los asistentes de la educación que se traspasen. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos cuadragésimo primero y cuadragésimo segundo transitorios, y durante cinco años contados desde el traspaso del servicio educacional, serán de cargo de los nuevos Servicios Locales de Educación única y exclusivamente las remuneraciones, indemnizaciones, asignaciones y demás beneficios avaluables en dinero de un número máximo de asistentes de la educación que se traspasen de conformidad a dichos artículos. La municipalidad o corporación municipal respectiva financiará durante dicho período las remuneraciones, asignaciones, indemnizaciones y demás beneficios avaluables en dinero correspondientes a aquellos asistentes de la educación que excedan dicho número de conformidad a lo establecido en el inciso final de este artículo. Luego de transcurrido este plazo, la totalidad de los asistentes de la educación traspasados será de cargo del Servicio Local de Educación respectivo.

El número máximo a que se refiere el inciso anterior se determinará, para cada comuna, mediante el siguiente procedimiento:

a) Se calculará un cociente dividiendo la matrícula de la comuna a diciembre de 2017 por la cantidad de asistentes de la educación que se desempeñaban en los establecimientos dependientes de la municipalidad o corporación respectiva a la misma fecha. Dicho cociente deberá ser informado por la Subsecretaría de Educación a cada una de las municipalidades o corporaciones municipales que aún no hayan traspasado el servicio educacional al Servicio Local de Educación que corresponda.

La indicación número 11), la Honorable Senadora señora Provoste, reemplaza la expresión “la cantidad de” por “el total de horas de contrato de los”.

Letra b)


Este literal del texto aprobado en general, señala que si la matrícula de la comuna se mantiene o aumenta entre diciembre de 2017 y la fecha del traspaso, el Servicio Local de Educación respectivo sólo financiará el número máximo de asistentes de la educación que resulte de la división entre la matrícula al momento del traspaso y el cociente señalado en el literal anterior.

La indicación número 12), de la Honorable Senadora señora Provoste intercala la expresión “de horas de contrato” entre las expresiones “máximo” y “de asistentes”.

El señor Raúl Figueroa opinó que parece muy atendible la propuesta, sin embargo tiene dudas sobre la forma de contratación de los asistentes de la educación, si es por horas o por número.

- Puestas en votación las indicaciones números 11) y 12), fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Provoste y señores García, Latorre y Quintana.

Inciso cuarto


El inciso cuarto del artículo cuadragésimo segundo bis transitorio declara que, asimismo, no se considerarán para efectos de los cálculos establecidos en el presente artículo aquellos asistentes de la educación contratados y financiados con recursos de la subvención escolar preferencial establecida en la ley N° 20.248 y de proyectos de integración escolar establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación. El pago de las remuneraciones y asignaciones de estos asistentes de la educación será siempre de cargo de los Servicios Locales de Educación una vez traspasado el servicio educacional.

La indicación número 13), de la Honorable Senadora señora Provoste, reemplaza la expresión “aquellos” por “las horas totales de contratos de los”.

- Fue aprobada con la misma votación anterior.
En relación con las enmiendas aprobadas, el Ejecutivo hizo presente que, para efectos de la debida concordancia de la normativa, se requiere realizar cambios en toda la disposición en cuanto a incluir la referencia al total de horas de contrato de los asistentes de la educación, lo cual fue acogido por la Comisión facultando a la Secretaría a realizar las modificaciones pertinentes.

- - -

Por su parte, la indicación número 14), también de la Honorable Senadora señora Provoste, agrega los siguientes incisos tercero y cuarto al Artículo Cuadragésimo Tercero Transitorio de la Ley N° 21.040.

La norma vigente se refiere a las asociaciones de funcionarios. La indicación señala lo siguiente:
“Dentro del plazo señalado en el inciso primero, el directorio vigente de cada sindicato al momento del traspaso será el responsable de liquidar en su totalidad la organización, tramitando la actualización de todos sus actos administrativos y patrimoniales.

Para el caso de sindicatos en que participen asistentes de la educación, si una vez traspasados los establecimientos, solo en aquellos casos que corresponda, quedaran algunos funcionarios sindicalizados sin ser traspasados, y siempre y cuando se cumpla el quorum mínimo requerido, podrán ellos dar continuidad a la organización y realizar el respectivo proceso de renovación de directorio para seguir con la organización vigente. Lo anterior solo una vez que aquellos dirigentes que hayan sido traspasados hayan presentado la respectiva renuncia al sindicato”.

La Honorable Senadora señora Provoste explicó que la indicación hace referencia a una compleja situación que está ocurriendo en el Servicio Local de Educación Pública de Barrancas, en que en un mismo sindicato eran socios trabajadores de diferentes áreas, y por efectos de la ley dicha organización se disuelve y, en realidad, lo que corresponde, es que solo salgan del sindicado los miembros que están vinculados a educación.

El Honorable Senador señor García comentó que está de acuerdo con el fondo de la indicación, aun cuando tiene dudas en cuanto a la pertinencia de establecer la norma en esta ley, porque si bien es cierto que se hace cargo de un problema real, podría generar problemas jurídicos no previstos, ya que si la educación fue trasladada a un Servicio Local, al amparo de qué norma legal los Municipios podrían seguir contratando a funcionarios ligados a la educación, y añadió que es una materia que requiere un análisis mas detallado.
El señor Subsecretario de Educación señaló que de acuerdo al artículo cuadragésimo tercero el sindicato puede fusionarse y modificar sus estatutos según lo previsto en la Ley N° 19.296, por lo que entiende que la organización se traslada al nuevo Servicio Local adecuándose a la normativa de una asociación de funcionarios. En términos de la personalidad jurídica, seguirá siendo la misma que pasará desde el Municipio al Servicio Local. El problema es que la indicación plantea que los que no sean traspasados puedan dar continuidad al sindicato, es decir, de un sindicato pasarían a ser dos organizaciones, por lo que es necesario estudiar el asunto.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Ebensperger señaló que no le parece lógico regular la liquidación de un sindicato que en definitiva perdurará.





- La Comisión acordó dejar constancia que esta materia debería ser revisada durante la discusión del proyecto en el trámite de la Comisión de Hacienda, razón por lo cual la autora de la propuesta la retiró.

- - -

Artículo 8.- 


Introduce tres enmiendas al artículo segundo transitorio de la ley N° 20.845 de Inclusión Escolar que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, disposición que se inserta en el párrafo primero de las normas transitorias referido a la prohibición del lucro en los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado. Dichas enmiendas al artículo segundo no fueron objeto de indicaciones.
- - -

La Honorable Senadora señora Provoste, a través de la indicación número 15), propone incorporar un nuevo literal e) en el artículo 7° ter establecido por el artículo 2° de la referida ley 20.845 de inclusión escolar que modifica el decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales; del siguiente tenor:

“e) La condición de hijo o hija de un ex alumno u alumna que haya cursado sus estudios o parte de los mismos en el establecimiento.”.

El artículo 7 ter, letra e), vigente, se refiere a la etapa de admisión propiamente tal será realizada por los establecimientos educacionales.
La Honorable Senadora señora Provoste explicó que la primera propuesta pretende añadir el hecho de ser hijo o hija de un ex alumno o alumna como parámetro de incorporación a la lista de admisión de un establecimiento educacional.





El señor Subsecretario de Educación, Raúl Figueroa reiteró que esta indicación, así como varias otras que ya se han analizado por la instancia y otras que se verán a continuación, exceden a las ideas matrices del proyecto de ley en trámite, el cual se refiere a problemas en la implementación de la referida normativa en los términos que propone el artículo 8° de esta iniciativa, lo que dista absolutamente de entrar o realizar una discusión de fondo respecto de las características del nuevo sistema de admisión escolar mediante la incorporación del nuevo parámetro mencionado.

Un criterio distinto sostuvo la Honorable Senadora señora Provoste quien consideró que la indicación es admisible ya que se refiere a una dificultad que se ha producido en la implementación de la Ley de Inclusión, materia que aborda el referido artículo 8° del proyecto de ley.
La Honorable Senadora señora Von Baer, al contrario, estimó que la indicación es inadmisible. Recordó que este asunto fue tratado en la discusión sobre la admisión y en su momento el parámetro se dejó de lado. No correspondería tocar este asunto en el proyecto de ley en debate porque no obedece a problemas de implementación de la normativa, sino que a un cambio de fondo.

El Honorable Senador señor Navarro opinó que la indicación en discusión es admisible. Además, señaló que el debate que se sostuvo en cuanto al sistema de admisión fue insuficiente e hizo ver que el conformar una comunidad escolar implica formar una familia.

- Votada la admisibilidad, ella fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Provoste y señores Latorre y Quintana, una abstención del Honorable Senador señor García y un voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer.
En cuanto al fondo del asunto, el señor Subsecretario de Educación, estuvo de acuerdo con incorporar el parámetro que plantea la indicación, pero estimó necesario revisar ciertos aspectos: primero, de aprobarse, por técnica legislativa lo adecuado sería modificar la Ley sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales y no la N° 20.845 –que la modificó e incorporó estos parámetros–, y segundo, hizo ver la dificultad de capturar y chequear los antecedentes de cada postulante.

Añadió que el Mineduc anunció que se presentará un proyecto de ley que se haga cargo de las mejoras necesarias al sistema de admisión escolar, por lo que sugirió dejar este debate para esa oportunidad.

La señora Subsecretaria de Educación Parvularia acotó que sería importante aclarar qué se entiende por ex alumno, lo es el que estuvo solo matriculado o el que egresa de octavo o cuarto medio.

- Puesta en votación la indicación número 15), fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Provoste y señores Latorre y Quintana, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor García.

El Honorable Senador señor Quintana, al fundamentar su votación, señaló que comparte la opinión de ser cuidadosos con las modificaciones que se plantean a normativas que están recién implementándose, sin embargo, este sería un cambio menor e iría en la línea de lo planteado por la propia señora Ministra en cuanto a los menores que habiten bajo el mismo techo sin ser hermanos.
Por su parte, el Honorable Senador señor García manifestó que prefiere esperar la modificación integral a la ley pertinente.

A continuación, la indicación número 16), de la Honorable Senadora señora Provoste suprime la frase “, su carácter gratuito” del literal b) del nuevo artículo 7° quinquies establecido por el artículo 2° de la Ley 20.845 de inclusión escolar que modifica el decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.

El artículo 7° quinquies vigente dispone que el Ministerio de Educación excepcionalmente autorizará para establecer procedimientos especiales de admisión, a partir de 7º año de la educación general básica o el equivalente que determine la ley, a aquellos establecimientos educacionales cuyos proyectos educativos tengan por objeto principal desarrollar aptitudes que requieran una especialización temprana, o a aquellos cuyos proyectos educativos sean de especial o alta exigencia académica, siempre y cuando acrediten:

“b) Que cuentan con una trayectoria y prestigio en el desarrollo de su proyecto educativo y resultados de excelencia. En el caso de establecimientos de especial o alta exigencia, se considerará el rendimiento académico destacado dentro de su región, su carácter gratuito y selectividad académica.”.





En relación con esta propuesta, la Honorable Senadora señora Provoste explicó que la Ley de Inclusión ya generó condiciones de regulación en aspectos del copago, por lo que no parece comprensible la distinción entre establecimientos gratuitos y los que no lo son.

El señor Subsecretario de Educación insistió en que lo adecuado es no sobrepasar las ideas matrices del proyecto de ley en trámite. Además, señaló que el Ministerio ha comprometido otro proyecto que se haga cargo de esta y otras situaciones que deben ser corregidas.

La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se vote la admisibilidad de la indicación en debate.

- Votada la admisibilidad, ella fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Provoste y señores Latorre y Quintana, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor García.

La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que la indicación rebasa los límites de las ideas matrices del proyecto de ley, aun cuando está de acuerdo con la medida que propone.
- Puesta en votación la indicación número 16), fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Provoste y señores Latorre y Quintana, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor García.
- - -





A continuación, el Honorable Senador señor García presentó diferentes propuestas para modificar el artículo cuarto transitorio de ley de Inclusión.

La norma en comento, se refiere a que los sostenedores que usen el inmueble en que funciona el establecimiento educacional en cualquiera de las calidades consideradas en el literal i) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, podrán continuar ocupando dicho inmueble de conformidad con los incisos que considera la norma. 

En la indicación número 17), el Honorable Senador señor García, introduce un nuevo inciso cuarto, del siguiente tenor:

“Los sostenedores podrán celebrar o continuar con sus contratos de arrendamiento sobre los locales escolares, sea para cambio de dirección, sea para ampliación de capacidad, sea para dependencias anexas. Estos contratos de arrendamiento deberán regularizarse antes del 31 de diciembre del 2019, conforme a lo establecido en la ley N° 21.052.”.


La indicación número 18), del Honorable Senador señor García, enmienda el número 4° del inciso sexto del artículo cuarto transitorio, norma que prescribe que la renta máxima mensual de estos contratos no podrá exceder del 11% del avalúo fiscal del inmueble arrendado dividido en 12 mensualidades. Esta renta deberá ser razonablemente proporcionada en consideración a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar una adecuada prestación del servicio educativo.

Las enmiendas que plantea la indicación son las siguientes:
a) Reemplazar la frase “por concepto de subvención y aportes del Estado,” por la siguiente: “por concepto de subvención, aportes del Estado y financiamiento compartido,”.
b) Agregar la siguiente oración final: “Igualmente, se computará para la suma de los cobros efectuados a los padres y apoderados, así como las donaciones en dinero que estos efectúen.”.

La indicación número 19), del Honorable Senador señor García, agrega, en el inciso noveno del artículo cuarto transitorio, después de la expresión “tasación bancaria”, la siguiente frase: “o una tasación efectuada por un perito tasador o profesional del rubro,”.

La disposición que se propone enmendar establece que el sostenedor podrá pactar un canon de arrendamiento superior a los definidos en los incisos anteriores, siempre que el contrato que lo contemple tenga por único fin la prestación del servicio educativo y que se ajuste a los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado para este tipo de operaciones en el lugar y tiempo de celebración. Para que dicho acuerdo sea procedente, el sostenedor deberá presentar el contrato respectivo a la Superintendencia de Educación en conjunto con una tasación bancaria que incorpore tanto el valor comercial del inmueble, como su correspondiente valor de arrendamiento.

- - -

La indicación número 20), de la Honorable Senadora señora Provoste agrega los siguientes incisos finales al Artículo 4° transitorio de la Ley N° 20.845 de Inclusión Escolar del siguiente tenor:

“Para el caso de los sostenedores que tengan contrato de arrendamiento con cualquier inversionista inmobiliario, estos podrán requerir de la autorización de la Superintendencia de Educación para ampliar dichos contratos por tiempo indefinido, cuando el establecimiento requiera hacer mejoras, ampliaciones o   nuevas  construcciones de infraestructura cuya finalidad sea adecuar las existentes al  desarrollo del proyecto educativo, completar o ampliar nuevos cursos y/o niveles, como así también instalaciones deportivas, administrativa u otras de apoyo a la gestión.  

El canon de arrendamiento sobre los puntos anteriormente señalados no podrá exceder del 11% del costo de la construcción del inmueble dividido en doce mensualidades, lo que podrá ser fiscalizado por la Superintendencia de Educación en cualquier momento. Para poder acceder a lo establecido en el presente inciso la construcción de la infraestructura deberá ser llevada a cabo por una sociedad no relacionada al sostenedor ni a la inmobiliaria. Adicionalmente estas condiciones de arriendo podrán hacerse extensivas a los contratos de arriendo vigentes con anterioridad al 31 de diciembre del 2017 en plazos y canon establecido, sin perjuicio para el sostenedor organizado como institución sin fines de lucro de poder ejercer cuando lo estime conveniente la opción de compra del inmueble si así lo requiere.

Cuando el crecimiento del establecimiento requiera que este opere en más de una ubicación o locación, el sostenedor podrá pactar por cada locación un contrato de arriendo, el que podrá ser con cualquier inversionistas o inmobiliaria, si el actual inversionista inmobiliario no cuenta con los terrenos para el efecto o se ve impedido de hacer las nuevas inversiones requeridas, este nuevo contrato de arriendo podrá pactarse por un plazo de hasta 25 años, renovables.

El costo de construcción señalado en este artículo considerará el Costo de los estudios tales como mecánica de suelo, topografía,  impacto vial, impacto ambiental u otros que se requieran para el desarrollo del proyecto, los costos de  proyectos tales como arquitectura, ingeniería, mecánica de suelos, eléctrico, iluminación, sanitario, calefacción y clima, eficiencia energética, gestión de construcción, inspección técnica de obra entre otros, y el costo de la construcción y mejoramientos de suelos  propiamente tal, así como también el valor del terreno.”





La Comisión analizó en su conjunto todas estas indicaciones.

La Honorable Senadora señora Provoste comentó que uno de los aspectos que no quedó adecuadamente regulados en la Ley de Inclusión es no permitir que el establecimiento educacional arriende otro inmueble en caso de ocurrencia de algún siniestro.

En un sentido similar, el Honorable Senador señor García señaló que no solo en caso de emergencia podría hacerse necesario arrendar otro inmueble, sino que por falta de capacidad también. Apuntó que cuenta con antecedentes que indican que alrededor del 50% de los establecimientos educacionales no son propietarios de todas las instalaciones que ocupan, por ejemplo, recintos deportivos, dependencias administrativas con fines educacionales. 

Resaltó que la limitación en cuanto al dominio impide que los colegios crezcan y ofrezcan más matrícula, lo que nunca estuvo en el propósito de la ley, sino que ésta buscaba poner fin al lucro.

Señaló que reconoce que esta discusión puede obedecer a asuntos más de fondo, sin embargo, en algún momento es necesario hacerse cargo de la realidad que la nueva legislación ha creado.

Además, la Honorable Senadora señora Provoste agregó que la indicación no altera los elementos sustantivos, es decir, que sean instituciones sin fines de lucro, que no se trate de partes relacionadas.

El señor Raúl Figueroa, en primer lugar, consideró que las indicaciones en debate se encuentran fuera de las ideas matrices del proyecto de ley.

Asimismo, mencionó que estos aspectos fueron abordados en su momento y sus efectos advertidos, pero que la titularidad del dominio del inmueble donde funcionaría el establecimiento educacional fue central en la discusión de la Ley de Inclusión.

Manifestó su complacencia con que haya cierto consenso en cuanto a hacerse cargo de errores, no formales, sino que de diseño de la Ley de Inclusión que han ido quedando de manifiesto.

La Honorable Senadora señora Provoste reiteró que este proyecto de ley abre la posibilidad de analizar los distintos problemas de implementación que ha tenido, en lo que toca a esta parte del mismo, la Ley de Inclusión, por lo que no resulta conducente retrotraerse respecto de un debate que ya fue zanjado por la Comisión.
El Honorable Senador señor Latorre expresó que la indicación número 20) apunta a la misma materia. Opinó que concuerda con permitir a los sostenedores ampliar contratos de arrendamiento, debidamente autorizados por la Superintendencia, pero limitar el posible retiro de utilidades.

El Honorable Senador señor Navarro señaló que le parece positivo que se vayan haciendo correcciones a las leyes que están en proceso de implementación.

El Honorable Senador señor García, sobre la indicación número 20), planteó que no le agrada que sea una autoridad la que deba decidir, pero siendo así debiera ser por razones fundadas y establecer alguna instancia de apelación.

Sugirió estudiar correctamente los efectos de la indicación de la Senadora señora Provoste. A vía ejemplar, comentó que no tiene la seguridad de que la expresión “inversionista inmobiliario” cubra todos los escenarios.

La Honorable Senadora Von Baer, más allá de estimar que tanto la indicación número 17) como la 20) escapan de las ideas matrices del proyecto de ley, estimó que la primera de ellas es bastante simple, por lo que podría ser aplicable a más eventualidades, y le preocupa que la 20) sea demasiado detallada y no se estén visualizando todos sus alcances. Asimismo, apuntó que esta última sería en su concepto además inadmisible porque entrega una atribución a la Superintendencia de Educación.

Hizo hincapié que esta materia debe ser estudiada a fondo porque es un problema que están sufriendo los colegios hoy, que tiene que ver con que la Ley de Inclusión les haya marginado de la posibilidad de arrendar.

El señor Subsecretario de Educación expresó que efectivamente los sostenedores tienen tremendas dificultades en diversos aspectos, porque el articulado permanente señala que debe haber titularidad en el dominio de los inmuebles en que funciona el establecimiento de educación, pero el articulado transitorio otorga la posibilidad de mantener ciertos arriendos. Sin embargo, las modificaciones posteriores a la dicha ley no quedaron el todo claras al punto de que la Subsecretaría permanentemente consultas sobre el alcance de la normativa.

Se han planteado dudas sobre si las normas transitorias permiten los arrendamientos de locales anexos, o de cómo hacer para que un establecimiento expanda su matrícula.

A juicio del Ejecutivo el tema de fondo es que la restricción que establece la ley en orden a que los sostenedores deban ser propietarios de la infraestructura es un error, ya que restringe en demasía la manera de organizar un establecimiento educacional, quitando una serie de posibilidades jurídicas y económicas tremendamente habituales.

En lo que se refiere a las indicaciones, agregó que la número 17) se hace cargo directamente de la posibilidad de suscribir un contrato de arrendamiento respecto a un local diferente a aquél donde opera un determinado establecimiento y, por el contrario, la número 20) se refiere a ampliaciones de arrendamientos vigentes.

La Honorable Senadora señora Provoste insistió en que la discusión no es de fondo sino que se trata de un problema de implementación de la ley. Manifestó estar de acuerdo con que los sostenedores sean propietarios de los inmuebles esenciales, de lo contrario se enfrenta una incertidumbre por la posible expiración de los contratos de arrendamiento.

Por lo anterior, juzgó que la indicación número 20) respeta los elementos en cuanto a prohibición de arrendamiento entre personas relacionadas, cuantía del canon de arriendo; en lo que atañe a la duración del contrato, se estableció en 25 años renovables, puesto que se requieren certezas para quienes apuestan por un proyecto educativo.
El Honorable Senador señor Navarro sostuvo que hay situaciones en que los modelos deben adecuarse a la realidad y que oponerse conlleva un debate ideológico.

Expresó que la indicación número 17) es muy simple y le preocupa, por lo que solicitó que se voten las indicaciones y que el debate se lleve a la Sala del Senado.

La Honorable Senadora señora Provoste recalcó que las indicaciones 17), 18), 19) y 20) en nada alteran los principios establecidos por la Ley de Inclusión, ya que son establecimientos sin fines de lucro.

El señor Subsecretario de Educación opinó que el asunto de fondo es positivo, pero solicitó analizar y dimensionar los alcances de la indicación número 20), por ejemplo, en cuanto a la cuantía del canon de arriendo, ya que establecer el 11% del costo de la construcción del inmueble podría no ser lo más adecuado.

El Honorable Senador señor Quintana manifestó que la inadmisibilidad de las indicaciones por superar las ideas matrices del proyecto de ley se ha ido resuelto en el transcurso del debate, por lo que no debería reiterarse la argumentación ya conocida y que se ha expuesto en este informe.
Por otra parte, hizo ver que la Superintendencia de Educación cuenta con gran amplitud de facultades por lo que el contenido de la indicación número 20 no sería nada nuevo.

- Puesta en votación la admisibilidad de las indicaciones números 17), 18), 19) y 20), fueron declaradas admisibles por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Provoste y señores García, Latorre y Quintana. Votó en contra la Honorable Senadora señora Von Baer.
- Puesta en votación la indicación número 17) se produjo el siguiente resultado: Votaron a favor los Honorables Senadores señora Provoste y señor García, en contra los Honorables Senadores señores Latorre y Quintana y se abstuvo la Honorable Senadora señora Von Baer.

La Honorable Senadora señora Provoste, al fundamentar su votación, señaló que sería conveniente complementar las indicaciones números 17) y 20).
- Repetida la votación de la indicación número 17), en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento, ella fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Provoste y Von Baer y señor García, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Latorre y Quintana.

En cuanto a la indicación número 18) el Honorable Senador señor García explicó que para determinar la factibilidad financiera del canon de arrendamiento la ley considera como ingreso solo los montos por concepto de subvención y portes del Estado, dejándose de lado el copago y los aportes de padres y apoderados, que podrían computarse para que más establecimientos puedan utilizar esta disposición.

La Honorable Senadora señora Von Baer hizo ver que el copago desaparecerá por lo que habría que añadir la nomenclatura “en tanto proceda” el copago.

La Honorable Senadora señora Provoste concordó con la letra a) de la indicación, pero manifestó sus dudas respecto a los aportes de los padres y apoderados de la letra b), ya que ellas son voluntarias y no permanentes ni ciertas de un año para otro.
Por lo anterior, el Honorable Senador señor García retiró la letra b) de la indicación número 18.

Puesta en votación la letra a) de la indicación número 18, fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Provoste y señores García y Quintana. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Latorre.
En lo que dice relación con la indicación número 19), el Honorable Senador señor García explicó que diversos sostenedores le han informado que es muy difícil conseguir tasadores bancarios, por ello plantea que otras personas puedan realizar la valorización, abriendo la posibilidad a que sea efectuada por otros profesionales competentes. Solicitó reemplazar “del rubro” por “competente”.
Agregó que le consta la escasez de peritos bancarios respecto de procesos de compras de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

La Honorable Senadora señora Provoste estuvo de acuerdo con la indicación.

- Puesta en votación la indicación número 19), con la modificación mencionada, se produjo el siguiente resultado: Votaron a favor los Honorables Senadores señora Provoste y señor García, en contra el Honorable Senador señor Latorre y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Quintana.
Repetida la votación de la indicación número 19, en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento, ella fue aprobada, con la modificación señalada, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Provoste y Von Baer y señor García, uno en contra, del Honorable Senador señor Latorre, y una abstención del Honorable Senador señor Quintana.
- Puesta en votación la indicación número 20), fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Provoste y señores Latorre y Quintana. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor García.

Al fundamentar su abstención, el Honorable Senador señor García señaló que la indicación está otorgando una facultad a la Superintendencia de Educación, y confía en que se arribará a un acuerdo antes de someter este asunto a la Sala del Senado.
- - -


Seguidamente, la Comisión analizó las indicaciones números 21) y 22), que incorporan nuevos artículos al proyecto de ley en informe.

En la indicación número 21), la Honorable Senadora señora Provoste agrega el siguiente artículo nuevo al proyecto de ley:

“Artículo ….- Introdúcense  las siguientes enmiendas a la ley número 20. 964
:

1) Reemplazar inciso final del artículo 1° de la ley 20.964 que otorga una bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación que indica por el siguiente:

“La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación por retiro voluntario será el promedio de las remuneraciones mensuales de los últimos doce meses inmediatamente anteriores al mes en que el funcionario cese en sus funciones. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio será el vigente al último día del mes anterior al cese de funciones.”

El artículo 1° de la ley vigente, otorga, por una sola vez, una bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación que se desempeñe en establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal; en los establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, del Ministerio de Educación Pública, del año 1980, y, asimismo, a los trabajadores regidos por el Código del Trabajo que se desempeñen en los Departamentos de Administración de Educación Municipal (DAEM), en las Direcciones de Educación Municipal (DEM) y al personal que cumple funciones relacionadas con la administración del servicio educacional en las referidas corporaciones municipales, quienes, para los efectos de esta ley, se someterán a las mismas disposiciones que los asistentes de la educación, y que, en el período comprendido entre el 1 de julio de 2014 y el 31 de diciembre de 2025, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, en el caso de las mujeres, o 65 años de edad, si son hombres, siempre que comuniquen su decisión de renunciar voluntariamente al total de horas que sirven en los organismos antes señalados
2) Agregar un nuevo inciso final artículo 14 a la ley 20.964 que otorga una bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación que indica del siguiente tenor:
 “El reglamento deberá fijar un plazo máximo de 30 días para dictar la resolución de transferencia de recursos a los asistentes beneficiados por la bonificación por retiro voluntario.”

El artículo 14 de la ley vigente dispone que un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará los períodos de postulación a los beneficios, pudiendo establecer plazos distintos. También podrá establecer el procedimiento de otorgamiento y pago de los beneficios de la presente ley. Asimismo, determinará los procedimientos aplicables para la heredabilidad de los beneficios por retiro voluntario y la bonificación adicional por antigüedad de acuerdo a las normas generales que rijan en materia de sucesión por causa de muerte, así como también las demás normas necesarias para la aplicación de la presente ley.

Si el funcionario fallece entre la fecha de su postulación para acceder a los beneficios de los artículos 1º, 2º y 7º, según corresponda, y antes de percibirlo, y siempre que cumpla con los requisitos establecidos en la presente ley para acceder a ellos, éstos serán transmisibles por causa de muerte. Dichos beneficios quedarán afectos al inciso primero del artículo 3° y a las limitaciones establecidas en el artículo 8°, de acuerdo al proceso en que postuló el causante.

El reglamento que trata este artículo deberá dictarse dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley.
3) Agregar un nuevo artículo 15 a la ley 20.964 que otorga una bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación que indica.

“Artículo 15.- Los asistentes de la educación a los cuales se les haya asignado la bonificación por retiro voluntario y que hayan informado de ésta situación a su empleador de acuerdo al artículo 3° de la presente ley, cuando presenten serios problemas de salud verificados por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva o hayan cumplido más de 75 años de edad, podrán ser eximidos de desarrollar sus labores hasta que se materialice el retiro, gozando en el intertanto del pago íntegro de sus remuneraciones.”

La indicación número 22), del Honorable Senador señor Latorre, así también, agrega el siguiente artículo nuevo:

Artículo …..- Modifícase la ley 20.964 que otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación, en el siguiente sentido:

1) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 1°, la frase “a la fecha de presentación de la carta de renuncia” por “a la fecha de la terminación efectiva de las funciones del Asistente de Educación”.

El inciso tercero del artículo 1°de la ley vigente prescribe que la remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación por retiro voluntario será el promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al trabajador durante los doce meses inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la carta de renuncia, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.

2) Modifíquese el artículo 6 en el siguiente sentido:

El artículo 6°, inciso primero, vigente prescribe que el el pago de la bonificación por retiro voluntario se efectuará por parte de la institución en que se haya desempeñado el trabajador. El término de la relación laboral se producirá cuando el empleador ponga a disposición del asistente de la educación la totalidad de la bonificación a que tenga derecho. Con todo, el término de la relación laboral deberá materializarse a más tardar en el plazo de tres meses contado desde el traspaso de los recursos que corresponda realizar al Ministerio de Educación conforme a lo dispuesto en el inciso siguiente.

La indicación agrega, a continuación del punto final del inciso primero, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“Este traspaso de recursos no podrá exceder los 6 meses desde la resolución fundada dictada por la Subsecretaría de educación, que determina los beneficiarios, conforme a lo señalado en el inciso segundo del artículo 3 de la presente ley.”

3) Incorpórese el siguiente artículo 6 bis:

“Artículo 6 bis.- En caso de que el pago del beneficio exceda a la fecha fijada para la renuncia voluntaria, las y los Asistentes de la Educación beneficiarios que presenten problemas de salud que les impidan ejercer con normalidad sus labores, podrán ver modificada su jornada laboral y/o sus labores, conforme a sus posibilidades. Asimismo, en casos calificados, podrán ser eximidos de desarrollar sus labores, gozando el pago íntegro de sus remuneraciones.”

4) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7, la frase “al de la presentación de la carta de renuncia” por “a la fecha de la terminación efectiva de las funciones del Asistente de Educación”.

El inciso segundo del artículo séptimo vigente declara que el valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio será el vigente al último día del mes anterior al de la presentación de la carta de renuncia. 





La Comisión analizó ambas indicaciones de manera conjunta.

En relación con el numeral 1) de su propuesta, la Honorable Senadora señora Provoste sostuvo que, siendo consciente de que se trataría de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, no puede evitar sacarla a la luz puesto que la norma constituye una evidente injusticia para los asistentes de la educación, en circunstancia que son los que perciben la remuneración más baja del sector público, por lo que solicitó al Ejecutivo estudiar esta materia y disponer de medidas concretas para cuando este proyecto sea analizado en la Comisión de Hacienda.

- Seguidamente, en su calidad de Presidenta de la instancia, la declaró inadmisible. 

En relación con el numeral 2) de la indicación número 21), precedentemente transcrita, el señor Subsecretario de Educación, no obstante lo expuesto con anterioridad, insistió en que ésta y las indicaciones que se analizarán a continuación, además de no encuadrarse dentro de las ideas matrices del proyecto de ley, modifican otros cuerpos legales originalmente no mencionados en el Mensaje. Por ello, la opinión del Ejecutivo es que todas estas indicaciones debiesen ser declaradas inadmisibles.

En cuanto al fondo, manifestó que es necesario ser cuidadoso con las propuestas que buscan agilizar pero que en la práctica podrían entrabar aún más los trámites, como por ejemplo, fijar el plazo de 30 días para la resolución de transferencia de recursos.

Aclaró que la razón por la cual la tramitación del bono de incentivo al retiro es demoroso se refiere a la gran cantidad de solicitudes que se formulan y por los antecedentes que deben ser verificados.





Por su parte, la Honorable Senadora señora Provoste, en su calidad de presidenta de la instancia, manifestó, como lo ha expresado durante el transcurso del debate, que el proyecto de ley en informe, precisamente, se hace cargo de problemas de implementación de diversos cuerpos legales vinculados a educación, por lo que considera esta indicación admisible.
El Honorable Senador señor García sugirió retirar esta indicación y conversar con los representantes del Ministerio de Hacienda, además estimó que es muy importante precisar desde cuándo se cuentan los 30 días.

Por su parte, el Honorable Senador señor Latorre señaló que este tema ha sido planteado en la Consejo Nacional de Organizaciones de Asistentes de Educación de Chile (CONAECH) y busca modificar la base de cálculo del bono por retiro voluntario para que no se tome como base la remuneración a la fecha de presentación de la carta de renuncia sino que del retiro efectivo porque se produce un menoscabo económico por el tiempo que transcurre entre uno y otro hito.

El señor Subsecretario de Educación reiteró que durante todo el debate en particular de este proyecto de ley se ha hecho ver que una serie de indicaciones rebasan las ideas matrices del mismo, siendo ésta una de ellas.

Manifestó que las indicaciones que se analizarán de aquí en adelante exceden por mucho el parámetro de dichas ideas matrices, pues ya no se trataría de distinguir hasta qué punto se entra al fondo de las materias, sino que derechamente se propone modificar cuerpos legales no contemplados originalmente en el Mensaje.

Por lo anterior, el Ejecutivo reitera su opinión respecto a la inadmisibilidad de las indicaciones referidas. Específicamente, la indicación en análisis contraviene el número 4 del artículo 65 de la Constitución Política de la República que señala que es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo alterar las bases para determinar beneficios económicos.

El Honorable Senador señor García expresó que, siendo inadmisible la indicación, ella apunta a una materia que es necesario abordar con el Ministerio de Hacienda porque se trataría de un problema que se reitera en todos los bonos de incentivo al retiro.

Manifestó su preocupación por el tiempo que transcurre, y el consecuente menoscabo económico, entre la presentación del expediente de quien manifiesta su intención de acogerse al beneficio del retiro y el pago efectivo del mismo.

La Honorable Senadora señora Ebensperger señaló que comparte preocupación por lo que solicitó estudiar la materia, sin embargo consideró que la indicación es inadmisible.
El Honorable Senador señor Latorre explicó que es consciente de la inadmisibilidad por lo que retiró su indicación, aunque añadió que buscaba el respaldo del Ejecutivo a su propuesta.
- En mérito del debate anterior, la Honorable Senadora señora Provoste solicitó dejar constancia que las indicaciones números 21) números 2) y 3) y 22), números 1), 2), 3) y 4) fueron retiradas bajo el supuesto de que sean analizadas por los representantes del Ministerio de Hacienda, para que estos realicen una propuesta formal a su respecto.

- - -





De la misma manera que lo hizo respecto de las indicaciones 21) y 22), la Comisión analizó de manera conjunta las indicaciones 23) y 24), que tienen por objeto introducir nuevos artículos al proyecto de ley en informe para modificar la ley número 21.109, que establece estatuto de los asistentes de la educación.
En la indicación número 23), la Honorable Senadora señora Provoste incorpora el siguiente artículo, nuevo:

“1) Agregar un inciso final al artículo 4° de la ley número 21.109. que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública, del siguiente tenor:

“Las inhabilidades y prohibiciones, establecidas en los incisos precedentes, para el ejercicio de funciones propias del personal Asistente de la Educación, al tenor de sus categorías singularizadas en el Párrafo 2° del Título 1° de la presente ley, así como los requisitos de informe de idoneidad psicológica, y acreditación de las competencias laborales requeridas para su ejercicio, reguladas a través de los perfiles de competencias laborales elaborados de conformidad al procedimiento establecido en la ley N° 20.267 y su reglamento, se aplicarán también a los trabajadores que ejecuten dichas funciones en establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, de manera discontinua o esporádica, o en forma continua o permanente, en régimen de subcontratación, servicios transitorios o puesta a disposición de trabajadores, en forma previa al inicio de sus funciones en dichos establecimientos.”

El artículo 4° de la ley vigente prescribe que no podrán desempeñar labores de asistentes de la educación los condenados por los delitos de abuso de menores y tráfico de drogas, entre otros.  

2) Agregar un inciso final al artículo 6° de la Ley N° 21.109. que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública, del siguiente tenor:

“Los profesionales que trabajan con emisión de diagnósticos a los alumnos de los establecimientos educacionales, deben tener un mínimo de 3.200 horas de formación presencial.

El artículo 6° de la ley vigente declara que serán clasificados en la categoría profesional aquellos asistentes de la educación que, en posesión de un título profesional, desempeñen funciones de apoyo al aprendizaje y otras relacionadas con los proyectos de mejoramiento educativo y de integración de cada establecimiento educacional. 

3) Intercalar la frase “o de 1.600 horas” luego de la palabra “duración” en el inciso segundo del artículo 7° de la Ley N° 21.109. que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública.

El inciso segundo del artículo 7° prescribe para ser clasificado en la categoría técnica se requerirá estar en posesión de un título de una carrera técnica de nivel superior otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, de a lo menos cuatro semestres de duración, o estar en posesión de un título técnico de nivel medio.

4) Reemplazar la expresión “artículo 7” por “artículo 6” en el inciso tercero del artículo 48 de la Ley N° 21.109. que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública.

5) Agregar la expresión “psicopedagogos” luego de la palabra “profesionales” en el inciso tercero del artículo 38 de la Ley N° 21.109. que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública.

6) Reemplazar el inciso segundo del artículo 41 de la Ley N° 21.109. que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública por el siguiente:

“Sin perjuicio del inciso anterior, aquellos asistentes de la educación que desarrollen labores esenciales para asegurar la correcta prestación del servicio educacional al inicio del año escolar, como por ejemplo, aquellas de reparación, mantención, aseo y seguridad del establecimiento educacional, determinadas de tal manera mediante acto fundado por el Director Ejecutivo, tendrán derecho por cada año calendario, a lo menos a un feriado de quince días hábiles para los asistentes con menos de quince años de servicio, de veinte días hábiles para los asistentes con quince o más años de servicio y menos de veinte, y de veinticinco días hábiles para los asistentes con veinte o más años de servicio.”

El inciso segundo de la ley N° 21.109 de la ley vigente prescribe que sin perjuicio del inciso anterior, aquellos asistentes de la educación que desarrollen labores esenciales para asegurar la correcta prestación del servicio educacional al inicio del año escolar, las que incluirán, a lo menos, aquellas de reparación, mantención, aseo y seguridad del establecimiento educacional, así como aquellas que determine mediante acto fundado el Director Ejecutivo, sólo tendrán derecho por cada año calendario, a un feriado de quince días hábiles para los asistentes con menos de quince años de servicio, de veinte días hábiles para los asistentes con quince o más años de servicio y menos de veinte, y de veinticinco días hábiles para los asistentes con veinte o más años de servicio.

7) Agregar un nuevo inciso cuarto al artículo 41 de la Ley N° 21.109. que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto, del siguiente tenor:

“El acto fundado del Director Ejecutivo que determine las labores esenciales señaladas en el inciso segundo deberá ser dictado a más tardar el día 30 de noviembre del año correspondiente, y deberá incluir la nómina de funcionarios que solo tendrán derecho a feriado de acuerdo a dicho inciso, los que no podrán exceder el 5% de la dotación total del Servicio Local. A la vez, no podrá repetirse el hecho de que un funcionario no goce del feriado de acuerdo al inciso primero durante dos años calendario consecutivos.”

El artículo 41 se refiere al feriado de los asistentes de la educación. 

8) agregar un inciso final al artículo 42 de la Ley N° 21.109. que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública del siguiente tenor:

“Los funcionarios asistentes de la educación de los establecimientos de educación parvularia financiados mediante transferencia de fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles tendrán derecho a feriado en el período que se extienda la interrupción de las actividades académicas en la época invernal de cada año para su territorio correspondiente.”

El artículo 42 de la ley vigente trata sobre el feriado de los asistentes de la educación de los establecimientos de educación parvularia financiados mediante transferencia de fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que se regirá por lo dispuesto en la ley N° 20.994.



9) agregar un nuevo Artículo 56, nuevo, del siguiente tenor:





“Artículo 56: Las disposiciones del Párrafo 1° del Título III de la presente ley se aplicarán a los asistentes de la educación que prestan servicios en los establecimientos de educación básica, media y pre-básica, particulares subvencionados conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.





La facultad establecida en el inciso segundo del artículo 41, para estos casos, será ejercida por el director de cada establecimiento educacional.

10) Agregar los siguientes incisos finales al artículo cuarto transitorio de la Ley N° 21.109 que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública del siguiente tenor:

“Para efectos de la aplicación del artículo 41, en aquellos casos en que aún no opere el traspaso, quien determinará mediante acto fundado las labores esenciales y los funcionarios que tendrán derecho a feriado legal bajo los preceptos del inciso segundo del citado artículo será el representante legal del sostenedor, gerente de la corporación o el administrador, en el caso de los establecimientos regidos por el decreto Nº 3.166, de 1980”

Para dar cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior, se constituirá durante el mes de noviembre de cada año, una comisión integrada por las autoridades o sus representantes antes mencionados y los representantes de los funcionarios elegidos por sus pares.”

El artículo cuarto transitorio trata sobre la vigencia de las disposiciones de la presente ley, que comenzarán a aplicarse desde el traspaso del servicio educacional al servicio local respectivo con las reglas allí enunciadas. 
11) Agregar la siguiente frase al inciso segundo del artículo 3° transitorio de la Ley N° 21.109 que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública, a continuación del punto aparte que pasa a ser un punto seguido, del siguiente tenor:

“Se le aplicarán a los asistentes de la educación de dichos establecimientos las disposiciones del Párrafo 1° del Título III, una vez promulgada la presente ley.”


El inciso segundo del artículo tercero transitorio prescribe que en el caso de los establecimientos educacionales regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, las disposiciones de la presente ley comenzarán a aplicarse al personal asistente de la educación que en ellos se desempeña, a partir de la fecha en que los establecimientos educacionales que correspondan a su territorio sean traspasados al Servicio Local de Educación Pública, con excepción de las normas señaladas en el inciso anterior, que se les aplicarán cuando correspondan, en la oportunidad que el mismo inciso señala.”.
- - -

La indicación número 24), del Honorable Senador señor Latorre intercala un artículo nuevo del siguiente tenor: 

“Artículo nuevo: Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 21.109 que establece un estatuto de los asistentes de la educación pública:

1) Agrégase un inciso final en el artículo 4° del siguiente tenor:

 “Lo dispuesto en el presente artículo se aplicará también a los trabajadores que ejecuten las labores descritas en el párrafo 2° del título I en establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, de manera discontinua o esporádica, o en forma continua o permanente, en régimen de subcontratación, servicios transitorios o puesta a disposición de trabajadores.”

2) Modifícase el artículo 6 de la siguiente manera:

a) En su inciso primero, intercálase a continuación de la palabra “salud” una coma (,) y la expresión “la educación, las humanidades”

b) Intercálase en su inciso segundo a continuación de la palabra “duración” y antes de la coma (,) “o 3.200 horas presenciales”

Serán clasificados en la categoría profesional aquellos asistentes de la educación que, en posesión de un título profesional, desempeñen funciones de apoyo al aprendizaje y otras relacionadas con los proyectos de mejoramiento educativo y de integración de cada establecimiento educacional; de carácter psicosocial o psicopedagógico, desarrolladas por profesionales de la salud y de las ciencias sociales; de administración de un establecimiento educacional; y otras de análoga naturaleza, para cuyo ejercicio se requiera contar con un título profesional, exceptuándose los profesionales afectos al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.
Para ser clasificado en la categoría profesional se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.

3) Intercálase en el artículo 7°, entre la palabra “duración” y la coma, la expresión “o de 1.600 horas presenciales”

4) Sustitúyase en el artículo 38, inciso 3°, la palabra “profesionales” por “psicopedagogos”.

5) Modifícase el artículo 41 de la siguiente manera:

a) Intercálase en el inciso segundo a continuación de la expresión “inicio del año escolar,” la frase “entendiéndose por tales las que no puedan interrumpirse en ningún momento sin que con ello se afecte gravemente su funcionamiento,”

El inciso segundo del artículo 41 expresa que aquellos asistentes de la educación que desarrollen labores esenciales para asegurar la correcta prestación del servicio educacional al inicio del año escolar, las que incluirán, a lo menos, aquellas de reparación, mantención, aseo y seguridad del establecimiento educacional, así como aquellas que determine mediante acto fundado el Director Ejecutivo, sólo tendrán derecho por cada año calendario, a un feriado de quince días hábiles para los asistentes con menos de quince años de servicio, de veinte días hábiles para los asistentes con quince o más años de servicio y menos de veinte, y de veinticinco días hábiles para los asistentes con veinte o más años de servicio.
b) Sustitúyase la expresión “a lo menos” por la frase “por ejemplo”

c) Intercálase a continuación de la expresión “establecimiento educacional”, la frase “que cumplan con dicha condición”.

6) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 44, a continuación de la frase “establecimientos educacionales públicos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación,” la frase “y para Asistentes de la Educación de Establecimientos educacionales regidos por el decreto ley 3.166, de 1980,”

7) Suprímase el inciso segundo del artículo tercero transitorio.

Norma que prescribe que en el caso de los establecimientos educacionales regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, las disposiciones de la presente ley comenzarán a aplicarse al personal asistente de la educación que en ellos se desempeña, a partir de la fecha en que los establecimientos educacionales que correspondan a su territorio sean traspasados al Servicio Local de Educación Pública, con excepción de las normas señaladas en el inciso anterior, que se les aplicarán cuando correspondan, en la oportunidad que el mismo inciso señala.
8) Agrégase un inciso final en el artículo cuarto transitorio del siguiente tenor:
“En el caso de los establecimientos educacionales regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, las disposiciones de la presente ley comenzarán a aplicarse al personal asistente de la educación que en ellos se desempeña, a partir de la fecha en que los establecimientos educacionales que correspondan a su territorio sean traspasados al Servicio Local de Educación Pública, con excepción de las normas señaladas en el artículo anterior, que se les aplicarán cuando correspondan, en la oportunidad que el mismo artículo señala.”

9) Agrégase un inciso final en el artículo undécimo transitorio del siguiente tenor:

 “El pago a que hace referencia el inciso anterior deberá verificarse dentro de los 180 días siguientes a la recepción por parte de la Dirección de Presupuestos, de las nóminas de los asistentes de la educación ahí referidas.”.”




La Honorable Senadora señora Provoste explicó que la indicación de su autoría persigue igualar las condiciones que les son exigibles a los asistentes de la educación para que los trabajadores que son subcontratados también deban cumplirlas. Así, por ejemplo, si en algún momento un establecimiento educacional decide externalizar ciertos servicios, el nuevo personal se someta a las mismas prohibiciones e inhabilidades.

El señor Raúl Figueroa señaló que la propuesta conlleva un mayor gasto puesto que la confección de los informes de idoneidad psicológica y su evaluación lo desarrolla el Ministerio de Salud con el consecuente costo adicional, por lo que sería inadmisible.

En cuanto al fondo, observó que el hecho de que la indicación número 24) se refiera a trabajadores que ejecuten funciones de forma discontinua y esporádica torna imposible la contratación de personal de reemplazo ante eventualidades que deben ser soslayadas de inmediato.

La señora Subsecretaria de Educación Parvularia estuvo de acuerdo con el objetivo de la indicación, sin embargo, recalcó que la nomenclatura “discontinua o esporádica” provocará dificultades en el cumplimiento diario ya que ante una contingencia será imposible contar con todos los antecedentes para contratar a una persona o un servicio.
La Honorable Senadora señora Provoste, en vista de lo advertido, propuso eliminar la referencia a “discontinua o esporádica”, pero no estuvo de acuerdo con que la indicación en debate irrogue un mayor gasto fiscal.

El señor Subsecretario de Educación señaló que obviamente comparte que hay una serie de inhabilidades y prohibiciones que deban respetar siempre dentro de los establecimientos por quienes tengan permanente contacto con los menores. Insistió en que la referencia a “discontinua o esporádica” acarreará muchas dificultades y preguntó qué ocurrirá con los servicios que ya están siendo ejecutados bajo contratos vigentes, por lo que sugirió dejar entregada la resolución de estos temas a la Comisión de Hacienda, ya que se refieren a aspectos financieros de la administración estatal.
- Puesta en votación las indicaciones números 23 número 1) y 24 número 1), fueron aprobadas con la modificación mencionada y entendiéndose la segunda subsumida en la primera, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Ebensperger y Provoste y señores García, Latorre y Quintana.
En relación con el número 2) de la indicación número 23), la Honorable Senadora señora Provoste explicó que la idea es elevar las exigencias de calidad a las personas que diagnostican a los niños, por eso se determina un mínimo de 3.200 horas presenciales.

Por su parte, el Honorable Senador señor Latorre señaló que propone en la indicación número 24, número 2), letra a) subir el estándar de los profesionales que tienen la atribución de diagnosticar a los alumnos, puesto que se aprecia una saturación de opiniones.

El Honorable Senador señor García comentó el caso de un grupo de profesoras que estudiaron en una universidad, cumpliendo con los ocho semestres y con estudios de postgrado; sin embargo, en el Sistema de Desarrollo Profesional Docente se estableció que para tener derecho al bono de reconocimiento profesional se requiere, además, una cantidad de horas presenciales, el asunto es que la universidad no les certifica dichas horas presenciales, por lo que ellas no pueden obtener el beneficio.

En vista de lo antedicho, mostró su preocupación en términos de cometer una equivocación que afecte injustamente a ciertos grupos al establecer el requisito de 3.200 horas presenciales, porque, a mayor abundamiento, no se computan las horas de práctica profesional.

El señor Subsecretario de Educación señaló que entiende el objetivo de las indicaciones en cuanto a elevar los estándares y, en ese sentido, le parece positivo.

Sin perjuicio de lo anterior, apuntó la importancia de mantener una mirada sistémica respecto de las normas que se van incorporando, puesto que es complejo asociar el mayor estándar a las horas presenciales en todos los casos. Además, no se condice con la dirección que ha ido tomando la formación de profesionales con programas e-learning.

Otra dificultad que se crea es respecto de los que hoy cuentan con un título idóneo pero que no logra comprobar el número de horas requerido.

La Honorable Senadora señora Provoste aclaró que la indicación de su autoría no está asociada a ningún beneficio económico, sino que ella dice relación con la preocupación por garantizar un alto nivel de preparación.

Por otra parte, la indicación no altera la categorización de “profesionales”, sino que solo establece que quienes emitan diagnósticos deben cumplir con el mínimo de 3.200 horas de formación presencial, pensando en el bienestar de los estudiantes.

Hizo ver que nuestro país es de aquellos que más medicamentos suministran a niños en edad escolar. Estimó que un menor que ha sido mal diagnosticado y ha consumido medicamentos, tendrá lamentables consecuencias en su vida de adulto.

El Honorable Senador señor Quintana manifestó su opinión en cuanto a nivelar hacia arriba y evitar el sobrediagnóstico y la hipermedicación de los niños.

Señaló que entiende que el diagnóstico de un psicopedagogo no sería el definitivo y que la orden médica será emitida por un neurólogo, por lo que la indicación hace referencia a profesionales que aplican, por ejemplo, el test de conner.

Consideró de toda lógica la exigencia de las 3.200 horas de formación presencial.

La señora Subsecretaria de Educación Parvularia expresó su absoluto acuerdo en subir el nivel de los profesionales cuando se trata de la educación de niños. 

Sin embargo, expresó sus dudas en cuanto a que esas 3.200 horas presenciales garanticen la calidad anhelada, ya que no hay certeza de que la formación 100% presencial sea elevar el estándar; entonces, argumentó, que tal vez se va en la dirección contraria dejando fuera programas de calidad por contemplar educación a distancia y añadió que actualmente, el diagnóstico de déficit atencional lo debe realizar un médico y no un psicopedagogo ni un educador diferencial. 

En cuanto a lo afirmado por el Senador señor Quintana, explicó que el test de conner es aplicado incluso por asistentes de la educación, ya que solo es un insumo para el diagnóstico que realizará un médico.

El Honorable Senador señor Latorre acotó que el estándar de 3.200 horas fue zanjado en el nuevo Sistema de Educación Pública, por lo que aquí simplemente se equipara.

Puesta en votación el número 2) de la indicación número 23), fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Provoste y señores Latorre y Quintana. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Ebensperger y señor García.

El Honorable Senador señor García fundó su voto en contra en que necesita saber a quiénes se está privando de ejercer una profesión con un título legítimo.

Al fundamentar su voto contrario, la Honorable Senadora señora Ebensperger expresó no estar de acuerdo con que la formación deba ser totalmente presencial, ya que es una limitación que no avanza de la mano con la tecnología.

La Honorable Senadora señora Provoste, al fundamentar su votación, recalcó que la indicación no constituye un juicio ni una valoración respecto de la formación a distancia, sino que solo se intenta elevar el estándar de aquellos que emiten diagnóstico de menores.

- Seguidamente, la Honorable Senadora señora Provoste retiró el número 3) de la indicación número 23.
En cuanto al número 4) de su propuesta, la Honorable Senadora señora Provoste explicó que la indicación fue presentada con la mejor intención pero que generó mucha molestia entre dichos profesionales, puesto que no habrían sido formados para trabajar con niños en las aulas, en ocasiones de ausencia de los docentes.

El señor Subsecretario de Educación señaló que comprende la molestia de dichos profesionales, sin embargo es una solución que debe estar a la mano de los establecimientos educacionales. Hay 8.000 escuelas que no cuentan con psicopedagogos.

La Honorable Senadora señora Provoste propuso agregar la palabra “preferentemente”, con lo que concordó el Ejecutivo.

- Puesta en votación, fue aprobada con la modificación antedicha, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Ebensperger y Provoste, y señores García, Latorre y Quintana.

- Luego, la Honorable Senadora señora Provoste retiró el número 5) de la indicación número 23.

- En cuanto al número 6) de su propuesta, la Honorable Senadora señora Provoste retiró la indicación, ya que la materia se habría abordado en la Ley de Reajuste.
En cuanto al número 7) de su propuesta, la Honorable Senadora señora Provoste explicó que aquellos trabajadores que son definidos en un acto fundado del director ejecutivo determinando las labores esenciales que deben ser realizadas durante el periodo estival, no pueden superar el 5% de la dotación del Servicio Local y no se pueden repetir al año siguiente.

El Honorable Senador señor García preguntó si esta norma solo atañe a funcionarios del Servicio Local y no a los Municipales.
El señor Subsecretario de Educación señaló que habría una confusión respecto del acto fundado del director ejecutivo, porque la norma vigente establece las labores esenciales. Así el acto del director lo que hace es ampliar las labores más allá de las que determina la ley y la indicación en debate el 5% podría generar una distorsión.

- La Honorable Senadora señora Provoste retiró la indicación.





En lo que dice relación con el numeral 5) de la indicación número 24, el Honorable Senador señor Latorre manifestó que habría habido mucha arbitrariedad en la interpretación de los sostenedores, por lo que busca precaver reclamos ante la Contraloría General de la República.

El Honorable Senador señor García señaló que entiende que el artículo 41 se aplica en los Servicios Locales y que se hace extensible a los asistentes de la educación por un artículo transitorio; por lo tanto, fue de la opinión de establecer el modo en que los Municipios deben definir las “labores esenciales”, porque es ahí donde se están produciendo las dificultades.

Estimó que el planteamiento contenido en la indicación no solucionará el problema y que, respecto de los Servicios Locales el remedio va por la vía de la interpretación de la autoridad superior.

El señor Subsecretario de Educación comentó que desde el Ministerio se emitió un oficio a principios de diciembre, despejando ciertas dudas, precisamente para evitar arbitrariedades.

Respecto de la norma, observó que debe cautelarse no distorsionar su objetivo, cual es, asegurar el derecho al feriado de los trabajadores y que se den las condiciones adecuadas para el inicio del año escolar. Sin embargo, la indicación no parece apuntar a que el establecimiento educacional inicie sus operaciones apropiadamente en marzo de cada año, pues su funcionamiento se encuentra interrumpido durante la época estival.
La Honorable Senadora señora Provoste dio a conocer que en la tramitación del proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del Sector Público se logró aclarar que para los municipales aplica solo el inciso primero del artículo 41, lo que seguramente generará dificultades a los sostenedores, pero la razón de fondo fue que una buena parte de ellos quisieron desconocer el derecho a feriado.

El estatuto de los asistentes de la educación reúne dos realidades: una constituida por todos aquellos trabajadores que forman parte de los Servicios Locales y otra, de los que pertenecen a los DAEM o corporaciones.

El señor Raúl Figueroa, de acuerdo a lo explicado, apuntó que habrá un conjunto de establecimientos que no podrán ejecutar sus mantenciones durante el verano.

Se comprometió a buscar una nueva redacción para la norma y presentarla antes que el proyecto de ley sea debatido por la Comisión de Hacienda.

- El Honorable Senador señor Latorre, reconociendo que su indicación podría no solucionar el problema, estuvo de acuerdo con que el Ejecutivo haga una propuesta, por lo que la retiró, dejando constancia del compromiso asumido. Hizo lo propio con los numerales 2), 3), 4), 5), 6) y 9) de su propuesta.




En cuanto a la Indicación Número 23), número 8), la Honorable Senadora señora Provoste expuso que el artículo 42 está vinculado a las trabajadoras de los Jardines VTF y la indicación busca que el estatuto fije que ellas tengan derecho al feriado invernal.

La señora Subsecretaria de Educación Parvularia hizo ver que la medida, al aumentar vacaciones, irroga un mayor gasto por la contratación de personal de reemplazo.
La Honorable Senadora señora Provoste replicó que dichas trabajadoras ya tienen derecho a tal feriado en razón del Convenio de Transferencia vigente, por lo que no generaría un mayor gasto fiscal.

El señor Raúl Figueroa señaló que no por el hecho de que los recursos estén disponibles la indicación pasa a ser admisible, sino que es inadmisible por tener relación con la administración financiera del Estado.

- La Honorable Senadora señora Provoste retiró la indicación por estar contenida en otra norma, y también la signadas con los números 10) y 11) de la propuesta 23).




En lo que respecta a la proposición para agregar un nuevo artículo 56 a la ley número 21.109 - numeral 9) de su propuesta - la Honorable Senadora señora Provoste explicó que la indicación extiende las disposiciones generales del estatuto de los asistentes de la educación a los trabajadores del sistema particular subvencionado.

- Puesta en votación, fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Provoste y señores Latorre y Quintana. Votó en contra la Honorable Senadora señora Ebensperger y se abstuvo el Honorable Senador señor García.

Al fundamentar su abstención, el Honorable Senador señor García manifestó que tiene dudas sobre la aplicación del inciso segundo y su probable contradicción con lo aprobado en la tramitación del Proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del Sector Público.

La Honorable Senadora señora Provoste señaló que en este caso se refiere solo a beneficios de disposiciones generales de colegios particulares subvencionados.

El señor Subsecretario de Educación aclaró que se trataría de incorporar al estatuto de los asistentes de la educación de los Servicios Locales a los que se desempeñan en colegios particulares subvencionados.

La Honorable Senadora señora Provoste explicó que la indicación presentada corrige un error de posición del inciso segundo del artículo tercero transitorio, que debe ser trasladado al final del cuarto transitorio, ya que es este último el que fija los plazos de aplicación de las normas contenidas en la ley N° 21.109.

Puestos en votación los numerales 7) y 8) de la indicación número 24), fueron aprobados con modificaciones de referencia, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Ebensperger y Provoste y señores García, Latorre y Quintana.
- - -


A continuación, la indicación número 25), de la Honorable Senadora señora Provoste, propone agregar el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo…Modifícase el artículo único de la ley Nº19.648, que otorga titularidad en el cargo a profesores contratados a plazo fijo por más de tres años, en los términos que siguen:

a) Reemplázase el guarismo “2014” por “2018”.


b) Incorpórase la frase “o Servicio Local de Educación” luego de la expresión “Corporación Municipal” y remplácese el “o” que va antes de dicha expresión por una coma.


La norma vigente dispone que se concede, por única vez, la calidad de titulares de la dotación docente dependiente de un mismo Municipio o Corporación Educacional Municipal, a los profesionales de la educación parvularia, básica o media que, al 31 de julio de 2014, se encontraren incorporados a ella en calidad de contratados y que se hayan desempeñado como docentes de aula en la misma durante, a lo menos, tres años continuos o cuatro años discontinuos, por un mínimo de veinte horas cronológicas de trabajo semanal. La titularidad de las horas a contrata operará sólo respecto de aquellas contratadas en aula y sus correspondientes horas no lectivas.''.

La Honorable Senadora señora Provoste expuso que al aprobar las disposiciones sobre la titularidad docente, no se previó que un profesor pudiera ser trasladado de comuna dentro de un mismo Servicio Local, con lo cual, en caso de ocurrir así, dicho profesor pierde la titularidad. Añadió que, en el fondo se produce una afectación de derechos que no se advirtió en la tramitación de la Ley que Crea el Sistema de Educación Pública.

La indicación, entonces, cambia el guarismo “2014” por “2018”.

El señor Subsecretario de Educación, señaló que del texto de la indicación en análisis se desprende que se extiende el beneficio de la titularidad a los docentes y profesionales de educación parvularia, básica o media, ahí mencionados, que al 31 de julio del 2018 se hallen en las hipótesis descritas. Por lo tanto, se amplía el número de profesionales que estando a contrata pasan a ser titulares, sin haber cuantificado su universo e implicando una serie de efectos no vislumbrados y que atañen a la administración financiera del Estado.

Asimismo, apuntó que esta indicación nada tiene que ver con solucionar problemas de implementación, por lo que excede las ideas matrices del proyecto de ley.

La Honorable Senadora señora Provoste replicó que la propuesta no irroga gastos, y por lo tanto resulta admisible.
En cuanto a la letra b), el Honorable Senador señor García consideró que es claramente inadmisible, porque al incorporar “o Servicio Local de Educación” el beneficio se extiende a servicios nuevos, por lo que solicitó votar la admisibilidad.

En virtud de lo anterior, la Honorable Senadora señora Provoste solicitó al Ejecutivo un informe en derecho sobre titularidad docente y retiró la letra b) de su propuesta.
El Honorable Senador señor García apoyó la idea de que el Ministerio realice un informe en derecho en cuanto al estatus de los profesionales descritos.

Comentó que los alcaldes del país sostienen que, por medio de la ley N° 19.648, se les incorporó un costo fijo a sus planillas, sin haberles entregado el financiamiento correspondiente.
- Puesta en votación la letra a) de la indicación número 25), fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Provoste y señores Latorre y Quintana. Votó en contra la Honorable Senadora señora Ebensperger y se abstuvo el Honorable Senador señor García.

- - -



En seguida, mediante la indicación número 26) el Honorable Senador señor Latorre propone agregar un artículo nuevo, para modificar la ley 19.296 que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la administración del Estado, en el siguiente sentido, con el objeto de reemplazar, en el inciso primero del artículo 2, la frase “o comunal” por “comunal o local” precedida por una coma. 

El Honorable Senador señor Latorre explicó que la indicación tiene por objetivo modificar la ley para permitir una organización territorial, distinta a la comunal, y que se condiga con los Servicios Locales.

- Puesta en votación la indicación número 26), fue aprobada por unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Ebensperger y Provoste y señores García, Latorre y Quintana.

- - -




La indicación número 27) del Honorable Senador señor  Latorre propone intercalar un artículo nuevo del siguiente tenor:





“Artículo….- Introdúzcase la siguiente modificación en la ley N° 19.464 que establece normas y aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales:





Derógase el artículo 9.”


- Fue retirada por su autor.

- - -


Finalmente, la Honorable Senadora señora Provoste presentó dos indicaciones para agregar dos nuevos artículos transitorios al proyecto de ley en el informe.

La primera de las propuestas, indicación número 28) dispone que el Presidente de la República enviará, en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, un proyecto de ley que modifique los títulos I y IV del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, en virtud del cual las educadoras de párvulos que se desempeñan en establecimientos dependientes de Servicios Locales de Educación Pública pasen a regirse por el Estatuto Docente, formando parte de la dotación docente del respectivo servicio local.

La segunda, indicación número 29), faculta al Presidente de la República para prorrogar, por una sola vez, hasta por el plazo de un año, el nombramiento de los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de Barrancas, Puerto Cordillera, Huasco y Costa Araucanía, realizados conforme a las atribuciones dispuestas en el artículo cuadragésimo transitorio de la Ley 21.040.”

En relación con la primera de las proposiciones, la Honorable Senadora señora Provoste señaló que esta indicación tiene la misma lógica de origen en cuanto al estatuto de los asistentes de la educación.
El señor Subsecretario de Educación observó que la similitud mencionada no le quita el carácter de inadmisible ya que incide en las atribuciones propias del Presidente de la República, en la administración financiera del Estado y excede las ideas matrices del Mensaje.

Además, remarcó que los mandatos al Jefe de Estado están establecidos en la Constitución Política de la República.

La Honorable Senadora señora Provoste replicó que la medida no irroga gastos porque las remuneraciones de las educadoras de párvulos ya están contempladas.

- Ambas indicaciones fueron retiradas por su autora 
MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Educación y Cultura propone aprobar el texto despachado en general con las siguientes enmiendas:
ARTÍCULO 1.-

Número 2)





Reemplazase las letras a) y b) por las siguientes:





“a) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos terceros y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:




“Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará igualmente a los profesionales de la educación que al 1 de diciembre de 2018 se desempeñan como Directores de establecimientos educacionales, jefes de Educación de las Corporaciones Municipales y Departamentos de Educación Municipal en el período comprendido entre el primer encasillamiento y el 1 de diciembre del 2018”.





b) Sustitúyese, en el inciso cuarto, que pasó a ser quinto, la letra “y”, por la siguiente frase: “y jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal, Directores o jefes de Educación de las Corporaciones Municipales”.”.
(Indicación número 1.- aprobada por unanimidad 5x0, con enmiendas a la letra b) 
ARTICULO 2.-

· - Reemplazarlo por el siguiente: 





“Artículo 2.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican:





1. Agrégase en el artículo 12 ter el siguiente inciso final nuevo:





“Con todo, en la oferta de cursos y programas impartidos, se podrán considerar todos los niveles de educación regular considerados en el decreto supremo N°2, de 2010, de Educación, y en el caso de la educación de nivel parvulario esta formación podrá otorgarse además al personal técnico que desarrolla funciones de aula.”.
(Indicación número 2, aprobada 3x2 abstenciones (Latorre, Quintana y Provoste/Von Baer y García)





2.- Añádase en el artículo 70 el siguiente inciso final nuevo:




“Aquellos profesionales de la educación que se encuentren reconocidos en los tramos experto I o II, en el Sistema de Desarrollo Profesional Docente, estarán exceptuados de la evaluación de desempeño docente a que se refiere este artículo. Por su parte, los profesionales que se encuentren reconocidos en el tramo avanzado, podrán solicitar ser eximidos de la misma”.”.
(Indicación número 3, aprobada 3x2 abstenciones (Latorre, Quintana y Provoste/Von Baer y García)

ARTICULO 7.-

Número 2)





Reemplazar la expresión “de un año contado” por “a seis meses contados” en el inciso final, nuevo, que se agrega por este numeral.
(Indicaciones números 9 y 10, aprobadas con enmiendas por unanimidad 4x0 )

Número 3)





- Sustituir en el inciso primero del artículo cuadragésimo segundo bis transitorio, que se incorpora, la expresión “máximo de asistentes” por “máximo de horas de contrato de asistentes”.
Letra a)





Reemplazar la expresión “la cantidad de” por “el total de horas de contrato de los”.
(Indicación número 11, aprobada por unanimidad 4x0)

Letra b)





Intercalar la expresión “de horas de contrato” entre las expresiones “máximo” y “de asistentes”.
(Indicación número 12, aprobada por unanimidad 4x0)

Letra c)





Intercalar la expresión “de horas de contrato” entre las expresiones “máximo” y “de asistentes”.
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0) 





- Reemplazar en el inciso tercero del artículo cuadragésimo segundo bis transitorio, que se incorpora, la expresión “máximo a financiar” por “máximo de horas de contrato a financiar”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0) 





- Sustituir en el inciso cuarto del artículo cuadragésimo segundo bis transitorio, que se incorpora, la expresión “aquellos” por “las horas totales de contrato de los” y agregar después de la palabra “asignaciones” la frase “de las horas de contrato correspondientes”.
(indicación número 12 aprobada por unanimidad 4x0 e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0) 





- Sustituir en el inciso sexto del artículo cuadragésimo segundo bis transitorio, que se incorpora, la expresión “máximo de asistentes” por “máximo de horas de contrato de asistentes”.
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0) 





- En el inciso final del artículo cuadragésimo segundo bis transitorio, que se incorpora, anteceder a la expresión “contrataciones” la expresión “horas de contrato de ”.
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0) 

ARTICULO 8.-





Sustituirlo por el que se señala a continuación:





“Artículo 8.- Modifícase la ley N° 20.845 de Inclusión Escolar que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, en la siguiente forma:





1.- Incorporar en el artículo 7° ter, el siguiente literal e), nuevo:





“e) La condición de hijo o hija de un ex alumno u alumna que haya cursado sus estudios o parte de los mismos en el establecimiento.”.
(Indicación número 15.- aprobada por mayoría 3x2 abstenciones( Latorre, Quintana y Provoste/García y Von Baer)





2.- Eliminar la frase “, su carácter gratuito” en el literal b) del artículo 7° quinquies
(Indicación número 16.- aprobada por mayoría 4x1 (García, Latorre, Quintana y Provoste/ Von Baer)





3.- Introducir las siguientes enmiendas al artículo segundo transitorio:





a) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:





“Los sostenedores particulares que no estén organizados como una persona jurídica sin fines de lucro y que, a la fecha de la presente ley, hayan solicitado transferir la calidad de sostenedor a una persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro, permanecerán sujetos a las reglas a las que estaba sometida la entidad antecesora hasta la fecha en que se verifique el pago de la primera subvención a la entidad sucesora.”.




b) Agrégase, al final del inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la siguiente oración: “En consecuencia, los actos y contratos celebrados por la entidad antecesora para el cumplimiento de lo que la ley vigente a la fecha de su celebración consideraba fines educacionales y que se encontraban vigentes a la fecha en que se haya presentado la solicitud a que se refiere el inciso anterior, se entenderán celebrados con la entidad sucesora en los mismos términos en que fueron convenidos por la antecesora.”.




c) Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo, del siguiente tenor:





“Sin embargo, los actos y contratos celebrados por la entidad antecesora para el cumplimiento de lo que la ley vigente a la fecha de su celebración consideraba fines educacionales y que no fueren de aquellos que pudiere celebrar la entidad sucesora por no corresponder a lo que la su propia ley reguladora considera fines educacionales expirarán por el solo ministerio de la ley, cualquiera sea la vigencia que se haya estipulado, el último día del mes en que se verifique el pago de la primera subvención a la entidad sucesora.”.





4.- Introducir las siguientes enmiendas al artículo cuarto transitorio:





a) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, modificando correlativamente los incisos siguientes:





“Los sostenedores podrán celebrar o continuar con sus contratos de arrendamiento sobre los locales escolares, sea para cambio de dirección, sea para ampliación de capacidad, sea para dependencias anexas. Estos contratos de arrendamiento deberán regularizarse antes del 31 de diciembre del 2019, conforme a lo establecido en la ley N° 21.052.”.

(Indicación número 17.- aprobada por mayoría 3x2 ( García, Provoste y Von Baer / Latorre y Quintana )





b) Reemplazar en el número 4° del inciso séptimo la frase “por concepto de subvención y aportes del Estado,” por la siguiente: “por concepto de subvención, aportes del Estado y financiamiento compartido,”.

(Indicación número 18.- aprobada con enmiendas por mayoría 3x2 ( García, Provoste y Von Baer / Latorre y Quintana )





c) Agregar, en el inciso décimo, después de la expresión “tasación bancaria”, la siguiente frase: “o una tasación efectuada por un perito tasador o profesional competente”.

(Indicación número 19.- aprobada con enmiendas por mayoría 3x1x1 abstención ( García, Provoste y Von Baer / Latorre / Quintana )





d) Agregar los siguientes incisos finales:





“Para el caso de los sostenedores que tengan contrato de arrendamiento con cualquier inversionista inmobiliario, estos podrán requerir de la autorización de la Superintendencia de Educación para ampliar dichos contratos por tiempo indefinido, cuando el establecimiento requiera hacer mejoras, ampliaciones o   nuevas  construcciones de infraestructura cuya finalidad sea adecuar las existentes al  desarrollo del proyecto educativo, completar o ampliar nuevos cursos y/o niveles, como así también instalaciones deportivas, administrativa u otras de apoyo a la gestión.  





El canon de arrendamiento sobre los puntos anteriormente señalados no podrá exceder del 11% del costo de la construcción del inmueble dividido en doce mensualidades, lo que podrá ser fiscalizado por la Superintendencia de Educación en cualquier momento. Para poder acceder a lo establecido en el presente inciso la construcción de la infraestructura deberá ser llevada a cabo por una sociedad no relacionada al sostenedor ni a la inmobiliaria. Adicionalmente estas condiciones de arriendo podrán hacerse extensivas a los contratos de arriendo vigentes con anterioridad al 31 de diciembre del 2017 en plazos y canon establecido, sin perjuicio para el sostenedor organizado como institución sin fines de lucro de poder ejercer cuando lo estime conveniente la opción de compra del inmueble si así lo requiere.





Cuando el crecimiento del establecimiento requiera que este opere en más de una ubicación o locación, el sostenedor podrá pactar por cada locación un contrato de arriendo, el que podrá ser con cualquier inversionistas o inmobiliaria, si el actual inversionista inmobiliario no cuenta con los terrenos para el efecto o se ve impedido de hacer las nuevas inversiones requeridas, este nuevo contrato de arriendo podrá pactarse por un plazo de hasta 25 años, renovables.





El costo de construcción señalado en este artículo considerará el Costo de los estudios tales como mecánica de suelo, topografía,  impacto vial, impacto ambiental u otros que se requieran para el desarrollo del proyecto, los costos de  proyectos tales como arquitectura, ingeniería, mecánica de suelos, eléctrico, iluminación, sanitario, calefacción y clima, eficiencia energética, gestión de construcción, inspección técnica de obra entre otros, y el costo de la construcción y mejoramientos de suelos  propiamente tal, así como también el valor del terreno
(Indicación número 20.- aprobada por mayoría 3x2 abstenciones( Latorre, Quintana y Provoste/García y Von Baer)

- - -





Intercalar los siguientes artículos nuevos, pasando el artículo 9 a ser artículo 12:


“


Artículo 9.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley número 21.109, que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública:





1.- Agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 4°:





“Las inhabilidades y prohibiciones, establecidas en los incisos precedentes, para el ejercicio de funciones propias del personal Asistente de la Educación, al tenor de sus categorías singularizadas en el Párrafo 2° del Título 1° de la presente ley, así como los requisitos de informe de idoneidad psicológica, y acreditación de las competencias laborales requeridas para su ejercicio, reguladas a través de los perfiles de competencias laborales elaborados de conformidad al procedimiento establecido en la ley N° 20.267 y su reglamento, se aplicarán también a los trabajadores que ejecuten dichas funciones en establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, en forma continua o permanente, en régimen de subcontratación, servicios transitorios o puesta a disposición de trabajadores, en forma previa al inicio de sus funciones en dichos establecimientos.”
(Indicación Número 23.-  aprobada con enmiendas por unanimidad 5x0)





2.- Añadir el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 6°:





“Los profesionales que trabajan con emisión de diagnósticos a los alumnos de los establecimientos educacionales, deben tener un mínimo de 3.200 horas de formación presencial.”.
(Indicación Número 23.-  aprobada por mayoría 3x2 (Latorre, Quintana y Provoste/Ebensperger y García)





3.- Agregar la expresión “preferentemente psicopedagogos” luego de la palabra “profesionales” en el inciso tercero del artículo 38.

(Indicación Número 23.-  aprobada con enmiendas por unanimidad 5x0)





4.- Añadir un artículo 56, nuevo, del siguiente tenor:





“Artículo 56.- Las disposiciones del Párrafo 1° del Título III de la presente ley se aplicarán a los asistentes de la educación que prestan servicios en los establecimientos de educación básica, media y pre-básica, particulares subvencionados conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.





La facultad establecida en el inciso segundo del artículo 41, para estos casos, será ejercida por el director de cada establecimiento educacional.”

(Indicación Número 23.-  aprobada por mayoría 3x1x1 abstención(Latorre, Quintana y Provoste/Ebensperger/García)





5.- Suprímese el inciso segundo del artículo tercero transitorio.

(Indicación Número 24.- aprobada por unanimidad 5x0)




6.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo cuarto transitorio:





“En el caso de los establecimientos educacionales regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, las disposiciones de la presente ley comenzarán a aplicarse al personal asistente de la educación que en ellos se desempeña, a partir de la fecha en que los establecimientos educacionales que correspondan a su territorio sean traspasados al Servicio Local de Educación Pública, con excepción de las normas señaladas en el inciso anterior, que se les aplicarán cuando correspondan.”.
(Indicación Número 24.- aprobada por unanimidad 5x0)
- - -


Agregar el siguiente artículo 10, nuevo:





“Artículo 10.- Reemplázase en el artículo único de la ley Nº19.648, que otorga titularidad en el cargo a profesores contratados a plazo fijo por más de tres años, el guarismo “2014” por “2018”.
(Indicación Número 25.-  aprobada por mayoría 3x1x1 abstención(Latorre, Quintana y Provoste/Ebensperger/García)

- - -


Agregar el siguiente artículo 11, nuevo:


Artículo 11.- Modifícase la ley 19.296 que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la administración del Estado, en el siguiente sentido, para reemplazar, en el inciso primero del artículo 2, la frase “o comunal” por “comunal o local” precedida por una coma.
(Indicación Número 26.- aprobada por unanimidad 5x0)

- - -


Incorporar el siguiente artículo tercero transitorio nuevo:


“Artículo tercero.- Lo dispuesto en el número 1.- del artículo 9, entrará a regir transcurrido un año desde la publicación de esta ley.”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En caso de aprobarse las enmiendas precedentemente transcritas, el texto del proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.903, que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas:

1) Modifícase el inciso final del artículo cuarto transitorio de la siguiente forma:

a) Reemplázase la frase “la obligación señalada en el inciso segundo”, por la siguiente: “cumplir con el número de horas lectivas y no lectivas establecido en el inciso primero, las del artículo segundo transitorio de esta ley, y la de los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, según corresponda”.

b) Agrégase, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“Sin embargo, la jornada semanal docente deberá considerar como máximo una cantidad de 33 horas destinadas a la docencia de aula semanal, excluidos los recreos, en los establecimientos adscritos al régimen de jornada escolar completa diurna; y de 32 horas y 15 minutos, excluidos los recreos, en los restantes; para una jornada laboral de 44 horas, o la proporción que corresponda.”.

2) Modifícase el artículo decimosexto transitorio de la siguiente forma:


a) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos terceros y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:





“Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará igualmente a los profesionales de la educación que al 1 de diciembre de 2018 se desempeñan como Directores de establecimientos educacionales, jefes de Educación de las Corporaciones Municipales y Departamentos de Educación Municipal en el período comprendido entre el primer encasillamiento y el 1 de diciembre del 2018”.





b) Sustitúyese, en el inciso cuarto, que pasó a ser quinto, la letra “y”, por la siguiente frase: “y jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal, Directores o jefes de Educación de las Corporaciones Municipales”.

3) Agrégase, en el artículo vigésimo transitorio el siguiente inciso final, nuevo:


“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, en los concursos y nombramientos para proveer vacantes de jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal, directores y directivos de exclusiva confianza, incluyendo los cargos técnico-pedagógicos, podrán postular o designarse, según corresponda, profesionales de la educación que desempeñen o hayan desempeñado dichos cargos o el de Director de Educación de una corporación municipal, por al menos cuatro años y que se encuentren en el tramo de acceso, tramo temprano o no hayan sido asignados a un tramo del Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, por no contar con resultados que lo permitan. Estos profesionales de la educación podrán recibir la asignación de responsabilidad directiva o técnico pedagógica que corresponda.”.





Artículo 2.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican:





1. Agrégase en el artículo 12 ter el siguiente inciso final nuevo:





“Con todo, en la oferta de cursos y programas impartidos, se podrán considerar todos los niveles de educación regular considerados en el decreto supremo N°2, de 2010, de Educación, y en el caso de la educación de nivel parvulario esta formación podrá otorgarse además al personal técnico que desarrolla funciones de aula.”.





2.- Añádase en el artículo 70 el siguiente inciso final nuevo:





“Aquellos profesionales de la educación que se encuentren reconocidos en los tramos experto I o II, en el Sistema de Desarrollo Profesional Docente, estarán exceptuados de la evaluación de desempeño docente a que se refiere este artículo. Por su parte, los profesionales que se encuentren reconocidos en el tramo avanzado, podrán solicitar ser eximidos de la misma”.”.

Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.529, que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización:

1) Modifícase el inciso tercero del artículo 18, de la siguiente manera:

a) Reemplázase la expresión “la metodología” por “una metodología especial de evaluación”.

b) Intercálase, entre la palabra “educativa” y el punto que le sigue, la oración “los cuales deberán ser pertinentes y válidos para estos establecimientos, teniendo por objeto su apoyo y mejora”.

2) Modifícase el artículo 87 de la siguiente manera:

a) Reemplázase, en su inciso primero, la frase “con el objeto de asegurar el adecuado funcionamiento de dicho establecimiento y la continuidad del servicio educativo” por “cuando exista riesgo de afectar la continuidad del servicio educativo y con su nombramiento se pueda asegurar el adecuado funcionamiento del establecimiento y la continuidad de dicho servicio”.

b) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“El administrador provisional durará en su cargo hasta el término del año laboral docente en curso. Si se mantienen las condiciones que dieron origen a su nombramiento, este plazo podrá prorrogarse hasta por un periodo adicional, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 94.”.

3) Incorpórase el siguiente artículo 87 bis:


Artículo 87 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, en casos graves y calificados, el administrador provisional podrá asumir las funciones que competen al sostenedor, de conformidad con lo establecido en el artículo 92, respecto de los establecimientos educacionales bajo su dependencia.

Se entenderá que concurre esta circunstancia cuando el sostenedor no pueda mantener en funcionamiento los establecimientos educacionales bajo su dependencia ni garantizar, a la vez, el desarrollo normal del año escolar en dichos establecimientos. Asimismo, se entenderá que concurre esta circunstancia cuando, existiendo atraso en el pago de las remuneraciones o de las cotizaciones previsionales o de salud del personal del establecimiento, en los términos señalados en la letra d) del artículo 89, el sostenedor no pueda garantizar el pago de alguna de estas prestaciones en el mes subsiguiente a aquél en que se verifique la infracción.


Sin perjuicio de lo anterior, conjuntamente con el nombramiento del administrador provisional, se deberán poner a disposición del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República y del Consejo de Defensa del Estado, todos los antecedentes de que se disponga respecto de la situación del sostenedor, con la finalidad de que dichos órganos persigan las responsabilidades civiles, penales y administrativas que correspondan.

4) Agrégase, en el artículo 88, el siguiente inciso final, nuevo:


“Si se nombra a un administrador provisional para dos o más establecimientos educacionales de un mismo sostenedor, deberá preferirse a una persona jurídica disponible del registro que acredite mantener a su disposición un equipo de profesionales calificados que colabore en su gestión.”.

5) Reemplázase el artículo 90, por el siguiente:

“Artículo 90.- El administrador provisional quedará sometido desde que aceptare el cargo a un régimen especial de fiscalización y rendición de cuentas que deberá ser fijado por el Superintendente mediante resolución fundada. De la misma forma, la Superintendencia podrá fijar criterios diferenciadores para el uso de las subvenciones y aportes señalados en la ley N° 20.248.


Mientras dure su administración, los procedimientos sancionatorios originados por hechos ocurridos con anterioridad a su nombramiento se dirigirán en contra del sostenedor. Lo mismo ocurrirá en aquellos procedimientos en que la ejecución de la sanción se encuentre pendiente de ser aplicada por el Ministerio de Educación. En el evento de que se trate de sanciones de tipo pecuniario, deberán ser pagadas a la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contados desde que dicha sanción se encuentre firme. Transcurrido este plazo sin que el sostenedor las haya pagado, el Ministerio de Educación oficiará a dicho organismo para que inicie el procedimiento de cobro respectivo.


El administrador provisional deberá proporcionar todos los antecedentes que el sostenedor requiera para una adecuada defensa en los casos a que se refiere el inciso anterior.


Dentro de los quince días siguientes a la aceptación del cargo, el administrador provisional levantará un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero del establecimiento educacional que será entregada a la Superintendencia.


Asimismo, en los veinte días siguientes a dicha aceptación, deberá presentar un plan de trabajo, que deberá ser aprobado por el Superintendente.


El administrador provisional deberá presentar informes trimestrales de avance de su gestión tanto a la Dirección Regional de la Superintendencia de Educación como a la Secretaría Regional Ministerial de Educación respectiva, y dar cuenta documentada de ella al Superintendente al término de sus funciones.


Una vez aprobados por la Superintendencia, dichos informes serán incorporados a un registro de carácter público, de conformidad a lo dispuesto en el reglamento a que hace referencia el artículo 97.


El administrador provisional responderá de la culpa leve en su administración.


Una vez nombrado, el administrador provisional deberá realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos que indica la ley N° 20.880.

En caso de incumplimiento de estas obligaciones, el Superintendente podrá disponer la eliminación del administrador provisional del registro señalado en el artículo 97, sin perjuicio de las demás responsabilidades que le correspondan.”.

6) Reemplázase el artículo 91, por el siguiente:


“Artículo 91.- Desde la fecha de designación del administrador provisional el sostenedor del establecimiento quedará inhabilitado para efectos de su administración, así como para percibir la subvención educacional.


El sostenedor será responsable de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento del establecimiento educacional con antelación a la designación del administrador provisional.


Para garantizar una adecuada gestión del administrador provisional, el sostenedor deberá cumplir con las siguientes obligaciones:


a) Reintegrar, en la cuenta corriente señalada en la letra c) del artículo 92, los montos que el administrador deba pagar por obligaciones generadas con anterioridad a su nombramiento y que se devenguen o ejecuten en su administración, especialmente aquellos que digan relación con el pago de remuneraciones y cotizaciones previsionales. Asimismo, deberá depositar los saldos o excedentes de dichos aportes que no hayan sido ejecutados a la fecha de su nombramiento, según lo determinado por la Superintendencia de Educación.


b) No podrá celebrar actos o contratos sobre el local escolar o el mobiliario de los establecimientos educacionales sujetos a administración provisional que puedan impedir el adecuado funcionamiento del servicio educativo.


c) Poner a disposición del administrador provisional todos los bienes, muebles e inmuebles, donde funcionen el o los establecimientos educacionales sujetos a esta medida.

d) Proporcionar al administrador provisional toda la información necesaria, especialmente laboral y financiera, que esté bajo su responsabilidad, para una adecuada gestión. Lo anterior, deberá ir acompañado de un informe detallado, en los primeros diez días contados desde asumida las funciones por el administrador provisional.


Mientras dure su administración, los recursos que reciba el administrador provisional y los bienes que administre no podrán ser objeto de medida judicial alguna que derive de las obligaciones señaladas en el inciso segundo de este artículo.


Si el sostenedor se negare a entregar los inmuebles de los establecimientos educacionales sujetos a esta medida, o éste cerrare intempestivamente dichos locales, el administrador provisional podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para tomar posesión de ellos.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en este artículo por parte del sostenedor se entenderá como infracción grave para los efectos del artículo 76 y soportará personalmente sus efectos, incluyendo el pago de multas. En los casos que existan hechos que puedan revestir carácter de delitos, la Superintendencia podrá enviar los antecedentes el Ministerio Público para los fines a que haya lugar.


El nombramiento de administrador provisional procederá sin perjuicio de hacer efectiva la garantía establecida en el artículo 56 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Mientras dure la administración provisional, excepcionalmente y por resolución fundada, el Ministerio de Educación o la Superintendencia de Educación, según corresponda, podrán dejar sin efecto las retenciones de pago adoptadas por aplicación del artículo 7 de la ley N° 19.609, del artículo 69 de la presente ley, o en razón de otras medidas de carácter administrativo que hayan tenido por objeto la disminución o no pago de la subvención escolar.”.

7) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el literal b), por el siguiente:

“b) Procurar la disponibilidad de matrícula para los alumnos del establecimiento, en el caso de renovación de su nombramiento de conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 87, informando periódicamente a los miembros de la comunidad escolar la situación general del establecimiento.”.

b) Modifícase su literal c) de la siguiente forma:


i. Elimínase a continuación de la palabra “correspondiente” la frase “solamente hasta el término del año escolar respectivo,”.


ii. Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:


“Para estos efectos, el administrador provisional deberá abrir una cuenta corriente fiscal, en la que el Ministerio de Educación depositará estos recursos. También deberá acompañar una boleta de garantía, póliza de seguro u otra caución previamente calificada por la Superintendencia.

c) Agrégase en su literal d) el siguiente párrafo final, nuevo:


“Podrá solucionar obligaciones generadas con anterioridad a su nombramiento, cuando digan relación con el pago de remuneraciones y cotizaciones previsionales del personal del establecimiento educacional o servicios básicos y cuente con recursos adicionales provenientes del sostenedor u otros dispuestos para tal efecto.”.

d) Agrégase en el literal e) el siguiente párrafo final, nuevo:


“El administrador provisional será responsable únicamente de la dotación docente y de los asistentes de la educación que trabajen en los establecimientos educacionales que queden bajo su gestión.”.

e) Incorpórase el siguiente literal i), nuevo:


“i) Convenir con el Ministerio de Educación u otros órganos de la Administración del Estado, así como con entidades privadas sin fines de lucro, la realización de acciones específicas o de prestación de servicios, que le permitan cumplir sus funciones u obtener recursos adicionales.”.


8) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 93, la expresión “año escolar”, por “año laboral docente”.

9) Sustitúyese en el artículo 94 la frase “administrados por municipalidades, sea directamente o por sus corporaciones municipales” por la siguiente: “subvencionados o que reciban aportes del Estado”.

10) Reemplázase el artículo 98, por el siguiente:


“Artículo 98.- Los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo al presupuesto de la Superintendencia de Educación.”.

11) Agrégase el siguiente artículo 98 bis, nuevo:


“Artículo 98 bis.- La Superintendencia de Educación, mediante instrucciones de carácter general, regulará lo dispuesto en este párrafo.”.

12) Reemplázase en el artículo decimoquinto transitorio la expresión “un plazo de ocho años a contar de la entrada en vigencia de esta ley”, por la frase “plazo hasta el 31 de diciembre del año 2022”.

Artículo 4.- Agrégase, en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, del Ministerio de Educación, sobre subvención del Estado a establecimientos escolares, el siguiente artículo 9 ter:


“Artículo 9 ter.- Los locales anexos de establecimientos educacionales que funcionen como aulas hospitalarias; aquellas dependientes de recintos hospitalarios; las escuelas cárceles y los establecimientos que funcionen en un recinto del Servicio Nacional de Menores percibirán una subvención educacional mensual de acuerdo a las reglas establecidas en el artículo 13. Con todo, esta subvención mensual no podrá ser inferior a 61,10443 U.S.E., más el incremento al que se refiere el artículo 11 en caso de corresponder.


El Ministerio de Educación, mediante resolución que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos, determinará anualmente la nómina de estos establecimientos.”.

Artículo 5.- Intercálase en el artículo 3 de la ley N° 21.050, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del Sector Público, concede aguinaldos que señala, concede otros beneficios que indica, y modifica diversos cuerpos legales, entre “publicación de la ley” y el punto final que le sigue, la expresión “; y a los trabajadores de los Servicios Locales de Educación Pública, incluidos los profesionales de la educación y los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales de dependencia de dichos Servicios”.

Artículo 6.- Agrégase en el numeral 9 del artículo 2 de la ley N° 20.976, que permite a los profesionales de la educación que indica, entre los años 2016 y 2024, acceder a la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley N° 20.822, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 


“Sin perjuicio de ello, se aplicará a estos beneficiarios, lo establecido en el inciso cuarto del artículo 3 de la ley N° 20.822.”.

Artículo 7.- Introdúcese las siguientes modificaciones en la ley N° 21.040, que crea el Sistema de Educación Pública:

1) Incorpórase en el inciso cuarto del artículo vigésimo primero transitorio, a continuación del punto final que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 
“La información contenida en este decreto, en relación con las remuneraciones y asignaciones del personal indicadas en éste, será la utilizada para los efectos del traspaso señalado en el artículo cuadragésimo primero transitorio de esta ley, respecto del personal considerado en dicho decreto; y en particular para la protección señalada en el artículo cuadragésimo segundo transitorio, sin perjuicio de los reajustes que se establezcan, de conformidad a la ley.”.

2) Agrégase, en su artículo cuadragésimo segundo transitorio, el siguiente inciso final nuevo:


“Con todo, sólo le serán oponibles a los Servicios Locales de Educación Pública las condiciones pactadas con anterioridad a seis meses contados desde la fecha en que se haga efectivo el traspaso del personal de que trata este párrafo. En caso de que el Presidente de la República ejerza la facultad establecida en el inciso cuarto del artículo sexto transitorio, podrá establecer un plazo menor.”.

3) Incorpórase el siguiente artículo cuadragésimo segundo bis transitorio:


“Artículo cuadragésimo segundo bis.- Del financiamiento transitorio de las municipalidades y corporaciones municipales a los asistentes de la educación que se traspasen. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos cuadragésimo primero y cuadragésimo segundo transitorios, y durante cinco años contados desde el traspaso del servicio educacional, serán de cargo de los nuevos Servicios Locales de Educación única y exclusivamente las remuneraciones, indemnizaciones, asignaciones y demás beneficios avaluables en dinero de un número máximo de horas de contrato de asistentes de la educación que se traspasen de conformidad a dichos artículos. La municipalidad o corporación municipal respectiva financiará durante dicho período las remuneraciones, asignaciones, indemnizaciones y demás beneficios avaluables en dinero correspondientes a aquellos asistentes de la educación que excedan dicho número de conformidad a lo establecido en el inciso final de este artículo. Luego de transcurrido este plazo, la totalidad de los asistentes de la educación traspasados será de cargo del Servicio Local de Educación respectivo.


El número máximo a que se refiere el inciso anterior se determinará, para cada comuna, mediante el siguiente procedimiento:


a) Se calculará un cociente dividiendo la matrícula de la comuna a diciembre de 2017 por el total de horas de contrato de los asistentes de la educación que se desempeñaban en los establecimientos dependientes de la municipalidad o corporación respectiva a la misma fecha. Dicho cociente deberá ser informado por la Subsecretaría de Educación a cada una de las municipalidades o corporaciones municipales que aún no hayan traspasado el servicio educacional al Servicio Local de Educación que corresponda.

b) Si la matrícula de la comuna se mantiene o aumenta entre diciembre de 2017 y la fecha del traspaso, el Servicio Local de Educación respectivo sólo financiará el número máximo de horas de contrato de asistentes de la educación que resulte de la división entre la matrícula al momento del traspaso y el cociente señalado en el literal anterior.


c) Si la matrícula de la comuna al momento del traspaso es inferior a la existente a diciembre de 2017, el número máximo de horas de contrato de asistentes de la educación traspasados de cargo del Servicio Local de Educación será equivalente al número de asistentes contratados a diciembre de 2017.

En todos los casos anteriores, el número máximo de horas de contrato a financiar por los Servicios Locales de Educación deberá ser aproximado hacia el entero inferior, si correspondiere.

Asimismo, no se considerarán para efectos de los cálculos establecidos en el presente artículo las horas totales de contrato de los asistentes de la educación contratados y financiados con recursos de la subvención escolar preferencial establecida en la ley N° 20.248 y de proyectos de integración escolar establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación. El pago de las remuneraciones y asignaciones de las horas de contrato correspondientes de estos asistentes de la educación será siempre de cargo de los Servicios Locales de Educación una vez traspasado el servicio educacional.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por matrícula de la comuna la correspondiente a los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo cuadragésimo primero de esta ley. 


Los cocientes señalados en el presente artículo, así como el número máximo de horas de contrato de asistentes de la educación a que se refieren los incisos primero y segundo del presente artículo serán fijados mediante resolución del Subsecretario de Educación, la cual deberá ser suscrita por el Ministerio de Hacienda. Sin perjuicio de lo anterior, de manera excepcional y mediante resolución del Subsecretario de Educación suscrita por el Ministerio de Hacienda, podrá ajustarse el número máximo regulado en el presente artículo por razones fundadas en circunstancias particulares de cada comuna, tales como cambios en la composición de sus establecimientos educacionales o en la normativa relativa a requisitos de personal.

Las remuneraciones, asignaciones y demás beneficios avaluables en dinero de los asistentes de la educación traspasados se pagarán directamente por los Servicios Locales de Educación respectivos. Sin perjuicio de lo anterior, el criterio de determinación de los montos que serán de cargo de cada municipalidad o corporación municipal será objetivo y corresponderá a aquellas horas de contrato de contrataciones de menor antigüedad en la dotación que sobrepasen el número máximo definido para cada comuna, conforme al procedimiento establecido en el presente artículo. Dichos montos serán descontados, luego de ser debidamente reajustados, de los recursos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 2.385 de 1996, del Ministerio del Interior, el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. Para ello, el Servicio Local de Educación respectivo informará de la liquidación de los montos que deberán ser descontados y enterados a su patrimonio, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, durante el mes de diciembre de cada año.”.





Artículo 8.- Modifícase la ley N° 20.845 de Inclusión Escolar que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, en la siguiente forma:





1.- Incorporar en el artículo 7° ter, el siguiente literal e), nuevo:





“e) La condición de hijo o hija de un ex alumno u alumna que haya cursado sus estudios o parte de los mismos en el establecimiento.”.





2.- Eliminar la frase “, su carácter gratuito” en el literal b) del artículo 7° quinquies




3.- Introducir las siguientes enmiendas al artículo segundo transitorio:





a) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:





“Los sostenedores particulares que no estén organizados como una persona jurídica sin fines de lucro y que, a la fecha de la presente ley, hayan solicitado transferir la calidad de sostenedor a una persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro, permanecerán sujetos a las reglas a las que estaba sometida la entidad antecesora hasta la fecha en que se verifique el pago de la primera subvención a la entidad sucesora.”.





b) Agrégase, al final del inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la siguiente oración: “En consecuencia, los actos y contratos celebrados por la entidad antecesora para el cumplimiento de lo que la ley vigente a la fecha de su celebración consideraba fines educacionales y que se encontraban vigentes a la fecha en que se haya presentado la solicitud a que se refiere el inciso anterior, se entenderán celebrados con la entidad sucesora en los mismos términos en que fueron convenidos por la antecesora.”.





c) Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo, del siguiente tenor:





“Sin embargo, los actos y contratos celebrados por la entidad antecesora para el cumplimiento de lo que la ley vigente a la fecha de su celebración consideraba fines educacionales y que no fueren de aquellos que pudiere celebrar la entidad sucesora por no corresponder a lo que la su propia ley reguladora considera fines educacionales expirarán por el solo ministerio de la ley, cualquiera sea la vigencia que se haya estipulado, el último día del mes en que se verifique el pago de la primera subvención a la entidad sucesora.”.





4.- Introducir las siguientes enmiendas al artículo cuarto transitorio:





a) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, modificando correlativamente los incisos siguientes:





“Los sostenedores podrán celebrar o continuar con sus contratos de arrendamiento sobre los locales escolares, sea para cambio de dirección, sea para ampliación de capacidad, sea para dependencias anexas. Estos contratos de arrendamiento deberán regularizarse antes del 31 de diciembre del 2019, conforme a lo establecido en la ley N° 21.052.”.





b) Reemplazar en el número 4° del inciso séptimo la frase “por concepto de subvención y aportes del Estado,” por la siguiente: “por concepto de subvención, aportes del Estado y financiamiento compartido,”.





c) Agregar, en el inciso décimo, después de la expresión “tasación bancaria”, la siguiente frase: “o una tasación efectuada por un perito tasador o profesional competente”.





d) Agregar los siguientes incisos finales:





“Para el caso de los sostenedores que tengan contrato de arrendamiento con cualquier inversionista inmobiliario, estos podrán requerir de la autorización de la Superintendencia de Educación para ampliar dichos contratos por tiempo indefinido, cuando el establecimiento requiera hacer mejoras, ampliaciones o   nuevas  construcciones de infraestructura cuya finalidad sea adecuar las existentes al  desarrollo del proyecto educativo, completar o ampliar nuevos cursos y/o niveles, como así también instalaciones deportivas, administrativa u otras de apoyo a la gestión.  





El canon de arrendamiento sobre los puntos anteriormente señalados no podrá exceder del 11% del costo de la construcción del inmueble dividido en doce mensualidades, lo que podrá ser fiscalizado por la Superintendencia de Educación en cualquier momento. Para poder acceder a lo establecido en el presente inciso la construcción de la infraestructura deberá ser llevada a cabo por una sociedad no relacionada al sostenedor ni a la inmobiliaria. Adicionalmente estas condiciones de arriendo podrán hacerse extensivas a los contratos de arriendo vigentes con anterioridad al 31 de diciembre del 2017 en plazos y canon establecido, sin perjuicio para el sostenedor organizado como institución sin fines de lucro de poder ejercer cuando lo estime conveniente la opción de compra del inmueble si así lo requiere.





Cuando el crecimiento del establecimiento requiera que este opere en más de una ubicación o locación, el sostenedor podrá pactar por cada locación un contrato de arriendo, el que podrá ser con cualquier inversionistas o inmobiliaria, si el actual inversionista inmobiliario no cuenta con los terrenos para el efecto o se ve impedido de hacer las nuevas inversiones requeridas, este nuevo contrato de arriendo podrá pactarse por un plazo de hasta 25 años, renovables.





El costo de construcción señalado en este artículo considerará el Costo de los estudios tales como mecánica de suelo, topografía,  impacto vial, impacto ambiental u otros que se requieran para el desarrollo del proyecto, los costos de  proyectos tales como arquitectura, ingeniería, mecánica de suelos, eléctrico, iluminación, sanitario, calefacción y clima, eficiencia energética, gestión de construcción, inspección técnica de obra entre otros, y el costo de la construcción y mejoramientos de suelos  propiamente tal, así como también el valor del terreno.”.

Artículo 9.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley número 21.109, que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública:





1.- Agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 4°:





“Las inhabilidades y prohibiciones, establecidas en los incisos precedentes, para el ejercicio de funciones propias del personal Asistente de la Educación, al tenor de sus categorías singularizadas en el Párrafo 2° del Título 1° de la presente ley, así como los requisitos de informe de idoneidad psicológica, y acreditación de las competencias laborales requeridas para su ejercicio, reguladas a través de los perfiles de competencias laborales elaborados de conformidad al procedimiento establecido en la ley N° 20.267 y su reglamento, se aplicarán también a los trabajadores que ejecuten dichas funciones en establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, en forma continua o permanente, en régimen de subcontratación, servicios transitorios o puesta a disposición de trabajadores, en forma previa al inicio de sus funciones en dichos establecimientos.”




2.- Añadir el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 6°:





“Los profesionales que trabajan con emisión de diagnósticos a los alumnos de los establecimientos educacionales, deben tener un mínimo de 3.200 horas de formación presencial.”.





3.- Agregar la expresión “preferentemente psicopedagogos” luego de la palabra “profesionales” en el inciso tercero del artículo 38.





4.- Añadir un artículo 56, nuevo, del siguiente tenor:





“Artículo 56.- Las disposiciones del Párrafo 1° del Título III de la presente ley se aplicarán a los asistentes de la educación que prestan servicios en los establecimientos de educación básica, media y pre-básica, particulares subvencionados conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.





La facultad establecida en el inciso segundo del artículo 41, para estos casos, será ejercida por el director de cada establecimiento educacional.”





5.- Suprímese el inciso segundo del artículo tercero transitorio.





6.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo cuarto transitorio:





“En el caso de los establecimientos educacionales regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, las disposiciones de la presente ley comenzarán a aplicarse al personal asistente de la educación que en ellos se desempeña, a partir de la fecha en que los establecimientos educacionales que correspondan a su territorio sean traspasados al Servicio Local de Educación Pública, con excepción de las normas señaladas en el inciso anterior, que se les aplicarán cuando correspondan.”.





Artículo 10.- Reemplázase en el artículo único de la ley Nº19.648, que otorga titularidad en el cargo a profesores contratados a plazo fijo por más de tres años, el guarismo “2014” por “2018”.


Artículo 11.- Modifícase la ley 19.296 que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la administración del Estado, en el siguiente sentido, para reemplazar, en el inciso primero del artículo 2, la frase “o comunal” por “comunal o local” precedida por una coma.

Artículo 12.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con reasignaciones presupuestarias del Ministerio de Educación. En los años siguientes se estará a lo que considere la Ley de Presupuestos respectiva.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los profesionales de la educación que hubieren cumplido la edad legal para jubilar podrán ejercer el derecho a opción establecido en el artículo quinto transitorio de la ley N° 20.903, en la misma forma establecida para aquellos docentes a quienes les falten diez o menos años para la edad de jubilación.


En el caso de los docentes del sector municipal que hayan comenzado a regirse por lo dispuesto en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y que al 31 de julio de 2017, hubieren cumplido la edad legal para jubilar, el derecho señalado en el inciso anterior podrá ser ejercido dentro de los treinta días hábiles siguientes a la publicación de esta ley.


Con todo, se entenderán ajustados a derecho los pagos de remuneraciones y emolumentos efectuados a los profesionales de la educación que ejerzan la opción referida en el inciso anterior, durante el período en que se hubieren regido por el Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, respecto de las remuneraciones y emolumentos que les hubiere correspondido percibir.

Artículo segundo.- Los profesionales de la educación que rindieron durante el año 2015 la evaluación de desempeño profesional docente establecida en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y su desempeño en dicha evaluación haya sido calificado como destacado o competente, podrán rendir durante el año 2018, en la fecha que fije el calendario que establezca la Agencia de la Calidad de la Educación, la prueba de conocimientos pedagógicos y disciplinarios establecida en el artículo 19 K del mismo cuerpo legal.


Una vez rendido dicho instrumento, para efectos de su reconocimiento en un tramo de desarrollo profesional docente se considerarán los resultados obtenidos por los profesionales de la educación en la evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos que rindan durante el año 2018, y los resultados obtenidos en el instrumento portafolio utilizado en el proceso de asignación de tramos de desarrollo profesional docente, dispuesto en el párrafo 2° transitorio de la ley N° 20.903. Este proceso producirá sus efectos legales a partir del 1 de julio del año 2019.


Con todo, estos profesionales de la educación deberán o podrán rendir nuevamente, de acuerdo con el tramo profesional en que se encuentren, los instrumentos del proceso de reconocimiento del desarrollo profesional docente, establecidos en el artículo 19 K del decreto con fuerza con de ley con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, transcurridos cuatro años contados a partir del año 2018.


En caso de que estos profesionales de la educación opten por no ejercer el derecho que se establece en el inciso primero, no les será aplicable lo dispuesto del artículo 19 P del decreto con fuerza de ley señalado.”.


Artículo tercero.- Lo dispuesto en el número 1.- del artículo 9, entrará a regir transcurrido un año desde la publicación de esta ley.”.

Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 14 y 28 de noviembre y 11 y 12 de diciembre de 2018, con asistencia de los Honorables Senadores señoras Yasna Provoste Campillay (Presidenta) Ena Von Baer Jahn (Luz Ebensperger Orrego) y señores José García Ruminot, Juan Ignacio Latorre Riveros y Jaime Quintana Leal.
Sala de la Comisión, a 28 diciembre de 2018.
                                                      Francisco Javier Vives Dibarrart


                           Secretario de la Comisión
RESUMEN EJECUTIVO

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MEJORA EL INGRESO DE DOCENTES DIRECTIVOS AL SISTEMA DE DESARROLLO PROFESIONAL DOCENTE, MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES Y ESTABLECE LOS BENEFICIOS QUE INDICA. (BOLETÍN Nº 11.621-04.)

I. OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Corregir algunos problemas derivados de implementación de la ley que creo el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y otros cuerpos legales recientemente aprobados. En ese sentido se pretende apoyar la implementación del referido Sistema, mejorando el ingreso de los docentes directivos; propone un mecanismo que permita apoyar de mejor manera a los establecimientos educacionales con desempeño insuficiente; la prestación del servicio educacional en escuelas cárceles, o dependientes del Servicio Nacional de Menores y aulas hospitalarias, y mejora diversos aspectos del funcionamiento y las facultades de los administradores provisionales de establecimientos educacionales, entre otras materias.
Por otra parte, busca asegurar el pago de beneficios a los trabajadores que sean traspasados a los Servicios Locales de Educación Pública creados por la ley N° 21.040, y que actualmente cumplen funciones en la educación municipal y aclara la información que deben entregar los municipios para el traspaso del servicio educacional a los Servicios Locales de Educación Pública en materia de personal; asimismo, se prorroga hasta el año 2022 la obligación de reconocimiento oficial para los establecimientos de educación parvularia y se incluyen modificaciones al Estatuto de los Asistentes de la educación.
II. ACUERDOS: 
Indicación N° 1: Aprobada con modificaciones por unanimidad (5x0)
Indicación N° 2: Aprobada con modificaciones por mayoría (3x2 abstenciones)
Indicación N° 3: Aprobada sin modificaciones por mayoría (3x2 abstenciones)
Indicación N° 4: Retirada 

Indicación N° 5: Aprobada con modificaciones por unanimidad (4x0)
Indicación N° 6: Retirada 

Indicación N° 7: Retirada 

Indicación N° 8: Retirada 

Indicación N° 9: Aprobada sin modificaciones por unanimidad (4x0)
Indicación N° 10: Aprobada sin modificaciones por unanimidad (4x0)
Indicación N° 11: Aprobada sin modificaciones por unanimidad (4x0)
Indicación N° 12: Aprobada sin modificaciones por unanimidad (4x0)
Indicación N° 13: Aprobada sin modificaciones por unanimidad (4x0)
Indicación N° 14: Retirada 

Indicación N° 15: Aprobada sin modificaciones por mayoría (3x2 abstenciones)
Indicación N° 16: Aprobada sin modificaciones por mayoría (3x2 abstenciones)
Indicación N° 17: Aprobada sin modificaciones por mayoría (3x2)
Indicación N° 18: Aprobada con modificaciones por mayoría (3x2 abstenciones)
Indicación N° 19: Aprobada con modificaciones por mayoría (3x2 abstenciones)
Indicación N° 20: Aprobada sin modificaciones por mayoría (3x2 abstenciones)
Indicación N° 21, número 1): Inadmisible.
Indicación N° 21, número 2): retirada.
Indicación N° 21, número 3): retirada.
Indicación N° 22, número 1): retirada
Indicación N° 22, número 2): retirada

Indicación N° 22, número 3): retirada

Indicación N° 22, número 4): retirada

Indicación N° 23, número 1): Aprobada sin modificaciones por unanimidad (5x0)
Indicación N° 23, número 2): Aprobada con modificaciones por mayoría (3x2)
Indicación N° 23, número 3): retirada

Indicación N° 23, número 4): Aprobada con modificaciones por unanimidad (5x0)
Indicación N° 23, número 5): retirada
Indicación N° 23, número 6): retirada.
Indicación N° 23, número 7): retirada 
Indicación N° 23, número 8): retirada
Indicación N° 23, número 9): Aprobada sin modificaciones por mayoría (3x1x1abstención)
Indicación N° 23, número 10): retirada

Indicación N° 23, número 11): retirada

Indicación N° 24, número 1): Aprobada con modificaciones por unanimidad (5x0)
Indicación N° 24, número 2): retirada

Indicación N° 24, número 3): retirada

Indicación N° 24, número 4): retirada

Indicación N° 24, número 5): retirada

Indicación N° 24, número 6): retirada

Indicación N° 24, número 7): Aprobada con modificaciones por unanimidad (5x0)
Indicación N° 24, número 8): Aprobada con modificaciones por unanimidad (5x0)
Indicación N° 24, número 9): retirada

Indicación N° 25: Aprobada con modificaciones por mayoría (3x1x1abstención)
Indicación N° 26: Aprobada sin modificaciones por unanimidad (5x0)
Indicación N° 27: Retirada 
Indicación N° 28: Retirada 

Indicación N° 29: Retirada 

III. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: No hay.
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: artículos permanentes y tres disposiciones transitorias.
IV. URGENCIA: simple. 
V. ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de la ex Presidenta de la República.
VI. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.
VII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 3 de abril de 2018.

VIII. TRÁMITE REGLAMENTARIO: segundo informe de la Comisión de Educación.
IX. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 1.- 




Valparaíso, 28 de diciembre de 2018.
Francisco Javier Vives Dibarrart. 
      Secretario de la Comisión.
� Un mayor desarrollo de estas materias se encuentra en la presentación efectuada ante la Comisión la que se encuentra disponible en la pagina de tramitación del proyecto de ley en el sitio www.senado.cl.


� El referido documento está a disposición de los Senadores en la Secretaría de la Comisión, y se incluye como anexo de este informe.


� Ley núm. 20.964, de 29 de octubre de 2016, otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación que indica.





� Artículo 9°.- A contar desde el 1° de enero de 2020, la subvención a que se refiere el artículo 1° pasará a incrementar, en la proporción que corresponda, los factores de la unidad de subvención educacional señalados en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Educación, de 1993. Dicho incremento se determinará mediante decreto supremo del mismo Ministerio, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.








